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EDITORIAL  
Poco a poco se va normalizando el funcionamiento de las instituciones democráticas, tras 
el largo periodo de interinidad. Constituido el Parlamento y formado el Gobierno, inclusive 
los escalones inferiores, quedan pendientes la renovación de algunos órganos 
constituciones, como el Defensor del Pueblo, el Tribunal Constitucional y el Consejo 
General del Poder Judicial. Este último en funciones desde el 4 de diciembre de 2018.


El retraso por parte de las formaciones políticas representadas en el Parlamento en cumplir 
el mandato constitucional de renovar los órganos constitucionales incurre en un fraude 
institucional qué debilita su funcionamiento básico y, en el caso concreto del Consejo 
General del Poder Judicial, deteriora su imagen y la necesaria confianza depositada por la 
ciudadanía en la Justicia. En esa tesitura, supeditar la renovación del Órgano de gobierno 
de la Judicatura a una futura modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la que 
no hay un consenso entre todas los grupos parlamentarios, supone perpetuar ese anómalo 
funcionamiento institucional, en la que nuestra asociación no puede colaborar.


No está de más recordar a los agentes políticos sus obligaciones constitucionales con el 
Poder Judicial. La Constitución no sólo se cumple renovando el Órgano a término sino 
renovándolo conforme a las exigencias contenidas en la Norma Suprema. En este punto 
hemos de hacer un llamamiento a la decencia constitucional en el modo en que el 
Parlamento debe proceder al nombramiento de los miembros del Consejo General del 
Poder Judicial. Dicho de otro modo, al cumplimiento de las condiciones de 
constitucionalidad del modelo parlamentario de elección de vocales fijadas en la Sentencia 
del Tribunal Constitucional 108/1986, de 29 de julio, y así evitar situaciones sonrojantes 
como las vividas recientemente en el intento frustrado de renovación del Órgano.


Juezas y Jueces para la Democracia ha suscrito las “Propuestas de mejora de la Justicia” 
con el resto de asociaciones judiciales y de fiscales. Documento encabezado por la 
reforma del sistema de elección de vocales de procedencia judicial del Consejo General del 
Poder Judicial, para dar una representación directa a la carrera judicial, asegurando la 
igualdad de género y la presencia de las minorías. Ahora bien, esta reforma debe llevarse a 
cabo una vez renovado el Órgano constitucional, a través de la correspondiente 
modificación de la Ley Orgánica y con el necesario consenso de todas las fuerzas políticas.


De persistir este bloqueo institucional, no dudaremos en recabar el apoyo de otras 
asociaciones judiciales para dirigirnos a las presidencias de las cámaras legislativas 
instándoles a la renovación del Consejo General del Poder Judicial.


Por lo demás, compartimos algunos de los proyectos anunciados por el nuevo equipo 
ministerial, tales como la implantación definitiva de la Oficina Judicial y del expediente 
judicial digital con integración de las diferentes plataformas de gestión procesal, los 
tribunales de instancia o la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal asignando la 
instrucción al Ministerio Fiscal, acompañada de una reforma del Estatuto Orgánico del 
Ministerio Fiscal para reforzar su autonomía y evitar injerencias del gobierno de turno.


BO
LE

TI
N

IN
FO

RM
AT

IVO
   

  F
EB

RE
RO

 2
02

0



3

La Sala Segunda del Tribunal Supremo ha 
dictado la sentencia nº 532/2019, de 4 de 
noviembre (ponencia de Magro Servet), 
que —por lo que consta en el resumen de 
su contenido que la precede— trata, en 
particular, de los «principios o reglas a 
t e n e r e n c u e n t a p a r a v a l o r a r l a 
potencialidad de los indicios concurrentes 
con categoría para enervar la presunción 
de inocencia». Y tan convencido está el 
ponente de que es así y de la relevancia 
teórico-práctica de sus aportaciones, que 
él mismo (el estilo es inequívoco) ha 
elaborado y publicitado ampliamente una 
«Nota informativa» con pretensiones de 

circular, al frente de la que se lee: «El 
Tr ibunal Supremo fi ja 20 cr i ter ios 
orientativos para valorar la suficiencia de la 
prueba indiciaria en los casos en los que 
no existe prueba directa».


Semejante modo de operar, que no es el 
habitual, sugiere que, no sé si la sala pero, 
desde luego, el redactor de la resolución 
ha entendido que esta tiene un carácter 
realmente ejemplar, al extremo de 
considerar pertinente esa especie de 
autopropuesta, difundida urbi et orbe como 
modelo a seguir en el tratamiento de la 
prueba indiciaria, que es la «Nota 
informativa».	


La prueba de indicios en la 
Sala Segunda 

(Acotaciones a una «Nota informativa») 
Perfecto ANDRÉS IBÁÑEZ


Magistrado emérito del Tribunal Supremo
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Pero, lamentablemente, nada más lejos de 
la realidad, pues los 20 párrafos en los que 
se articula ese texto forman un verdadero 
galimatías que, si algo ofrece, es la 
reiteración desordenada y confusa de 
ciertos tópicos inconsistentes en materia 
probatoria, incomprensible instalados en la 
jurisprudencia, y una llamativa confusión 
de conceptos. Veámoslo.


En el punto de arranque del discurso se 
sitúa una afirmación: «para enervar la 
presunción de inocencia debemos contar 
con indicios probados». Un aserto que, 
formulado en esos términos dice muy 
poco. Dado el tipo de prueba de que se 
trata, es claro, deberán concurrir datos o 
elementos potencialmente indicadores de 
partida suficientemente acreditados; pero 
como presupuesto o punto de arranque de 
un curso argumental de cierta complejidad, 
imprescindible para llegar a una conclusión 
probatoria. Y no está dicho que, un indicio 
«probado» y consistente, no pueda dar 
lugar a un razonamiento inferencial 
inadecuado, que lleve a un mal resultado 
de prueba.


 El aserto que se comenta parece sugerir 
que el indicio no es una prueba, cuando 
ocurre que la cosa, acción o manifestación 
de la que el juez o tribunal pudiera extraer 
c o n c l u s i o n e s a t i n e n t e s a l t h e m a 
probandum, aunque precisen haber sido 
previamente acreditadas, ciertamente, 
tienen ese carácter. En efecto, ya que, si el 
indicio no fuera una prueba, esto es, un 
dato o elemento susceptible de operar 
como premisa probatoria de una decisión, 
no podría ser valorado. Y la condición de 
prueba precede al momento de la 
valoración. Por eso, en el ejercicio de esta, 
podría haber pruebas que prueben y otras 
que no lo hagan. 


En el texto figura una relación de los 
l lamados «elementos de la prueba 
indiciaria». A saber: a) «una afirmación 
base o indicio […] el hecho»; b) «lo que se 
deduce [rectius: se infiere] de él»; y c) «un 
enlace lógico y racional» entre ambos, 
«que lleva a la condena por la suma de 
indicios plurales». Total: un hecho, una 
conclusión, que, impropiamente, parece 
presentarse como necesaria, cuando no 
hay tal, y una inespecífica mediación 
lógico-racional, de cuya naturaleza no se 
informa, y que, diríase, lleva aparejado, 
además, un cierto efecto multiplicador, 
visto el salto de la unidad a la pluralidad de 
indicios.


En la nota se distingue dos tipos de 
prueba, «indiciaria y «directa». De esta se 
subraya: «es clara y diáfana, pero no lo son 
los indicios porque si lo fueran sería prueba 
directa y no indiciaria» (sic). Aparte el 
carácter tautológico o circular del 
argumento, que nada aporta, ocurre que 
tampoco puede ser menos afortunada tal 
caracterización de la llamada «prueba 
directa», que aquí parecería hablar por sí 
sola, acreditar como por autoevidencia. 
Según una rancia concepción (la de que en 
la prueba directa el juez percibe el hecho a 
probar) que, salvo alguna jurisprudencia, 
como es el caso, nadie sostiene. Cuando 
sucede que la más tópicamente «directa» 
por tradición, en esa misma jurisprudencia, 
la testifical, ya fue tenida como de difícil 
apreciación por el pensamiento jurídico 
ilustrado y, no se diga, hoy, en virtud de lo 
que se sabe —o debería saberse— merced 
a las aportaciones de la psicología del 
testimonio y de la memoria. De otra parte, 
la prueba indiciaria no es tal porque no sea 
«clara y diáfana», sino porque —con 
independencia de su calidad acreditativa— 
no representa, en el sentido de que no 
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contiene la descripción del thema 
probandum, sino que informa de o sobre 
un hecho distinto, del que el principal y 
objeto de la imputación podría inducirse, a 
través de un razonamiento crítico, con un 
fundamento científico o de experiencia.


Por prueba directa, en una primera y 
clásica acepción, hoy descartada, se 
entendió la que podía suministrar el testigo 
presencial, dotada, en alguna sentencia de 
aquellas, de la extraña virtualidad de poner 
al juzgador en contacto, también directo, 
con los hechos. El absurdo no puede ser 
más patente, cuando lo cierto es que estos 
carecen de existencia actual y no pueden 
acceder al proceso, en el que se trabaja 
con enunciados lingüísticos. Hoy, con 
mucho mejor criterio, suele calificarse de 
directa a la prueba representativa o 
declarativa que versa sobre el contenido 
de la imputación, sobre la acción que se 
pretende penalmente relevante. Por lo 
demás, en aquel primer sentido, todas las 
pruebas serán indirectas, dado que no hay 
conocimiento de fuente probatoria que no 
sea inferencial, ni prueba de las llamadas 
directas (en el sentido de la «Nota») que no 
implique al menos dos inferencias. Así, en 
el caso de la afirmación del testigo, el 
juzgador, antes de valorar la calidad de su 
contenido informativo, tendrá que 

preguntarse si pudiera haber mentido o 
incurrido en error de alguna clase, es decir, 
si el testigo es veraz y si es veraz lo 
declarado. También podría tener que 
contarse con ciertos datos paralingüísticos 
que, constelando el discurso de aquel, sin 
atañer de un modo directo al tema 
probandum, pudieran estar dotados de un 
valor indicativo o sugestivo de alguna 
propiedad de lo declarado y/o de la actitud 
d e l d e c l a r a n t e . Y p a r a c o n c l u i r 
razonadamente al respecto, cada uno de 
los factores objeto de consideración 
constituirá la premisa de una inferencia, el 
sentido de cuya conclusión contribuirá a la 
formación del ju ic io re lat ivo a la 
credibilidad o falta de credibilidad del 
deponente. Por eso, la desconfianza frente 
a la prueba indiciaria, como dotada de 
menos calidad acreditativa, es pura y 
simplemente un prejuicio de vieja estirpe, 
con todo, hoy acríticamente asumido con 
cierta frecuencia.


Más adelante se lee: «Los indicios se 
alimentan entre sí para configurar la 
condena». Un aserto equívoco, pues 
podría confundir acerca del carácter de la 
relación existente entre los indicios 
inculpatorios. ¿Se agregan, simplemente, 
cuando son varios? ¿O es que, además, 
los fuertes gozarían de la capacidad de 
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contagiar su superior potencial probatorio a otros que, por sí mismos, 
carecerían de él o lo tendrían más bien escaso? Pero sucede que cada indicio, 
como tal, vale lo que vale por sí mismo, en su autonomía. Por eso, uno débil, 
no dejará de serlo por concurrir con otro de mayor vigor; que, en contra de lo 
que se dice en la «Nota informativa», en ningún caso podría alimentarle. Cada 
nexo inferencial mantiene siempre su propio caudal acreditativo, que será lo 
que aporte. O, lo que es lo mismo, los indicios como tales no cambian de valor 
por la asociación con otros. Es la calidad explicativa de la hipótesis relativa al 
tema probandum, la que puede intensificarse o decrecer en virtud de la relación 
sinérgica del conjunto de los que concurran.


De los indicios, se dice en la «Nota», que deben estar «demostrados mediante 
prueba directa». Algo no del todo cierto, pues un indicio, si normalmente será 
de origen testifical, documental o pericial, también podría tener como fuente 
otro u otros indicios; y no resulta nada infrecuente que en el desarrollo de la 
actividad probatoria un indicio lleve a otro y haya que operar con inferencias de 
esta clase en cascada o cadena. 


Se habla luego del «razonamiento inductivo propio de la prueba de indicios»; 
de «inducción o inferencia» y de «inferencia presuntiva». Aunque, más adelante, 
el proceder se hará «deductivo». En definitiva: ¿Inducción o deducción? La 
«Nota informativa» no lo explica en absoluto. Y si hay algo claro es que, de 
nuevo, es confusión lo que siembra.


Pues bien, si se incoa un proceso penal es por la noticia de la existencia de lo 
que podría ser el resultado de una acción criminal, a la que habría que 
remontarse, para tratar de identificarla, así como a su autor. Los datos 
disponibles en ese momento inicial, aparecen normalmente desordenados. 
Para operar con ellos de una forma eficaz habrá que organizarlos, y esto es 
algo que se hace en torno a una hipótesis preliminar, que será un primer intento 
de explicación de lo sucedido. En todo el curso procesal, la hipótesis 
constituye un elemento fundamental, ya que, sin ella, los datos eventualmente 
probatorios carecerían de significado. Esa hipótesis preliminar, de ser fructífera 
y contar con suficiente información probatoria de soporte, se mantendrá y 
enriquecerá con nuevos elementos. Esto permitirá formalizarla como 
acusación, y llevarla a juicio donde será debatida con las demás concurrentes, 
si las hubiere.


El método es, pues, el hipotético-deductivo, que es el idóneo cuando se trata 
de saber de un hecho incierto. Por eso, lo que habitualmente se denota como 
«la prueba», es inducción (abducción) probatoria: la manera adecuada de 
proceder para obtener conocimiento empírico de calidad. La particularidad de 
este método es que permite llegar a conclusiones de mayor contenido de 
datos que el existente en las premisas. Pero se tratará de conocimiento 
probable, porque la conclusión no se sigue necesariamente de estas. Algo 
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distinto de lo que permite el método 
deductivo: seguro en cuanto a la validez 
de la conclusión, pero que no aporta nada 
que no estuviera ya incluido en aquellas.


No es que el razonamiento deductivo no 
esté presente en el modus operandi del 
juez en el ámbito de la prueba. Pero esto 
solo ocurre en los pasajes intermedios. Por 
ejemplo, cuando, formulada una hipótesis, 
para evaluarla en su calidad explicativa, se 
deducen de ella los efectos que, de ser 
cierta, tendrían que registrarse en la 
realidad. Pero el razonamiento probatorio 
como tal, contemplado en su conjunto, 
tiene carácter inductivo, pues no hay ley 
alguna de forma universal que, como 
premisa mayor, le diga al juzgador, por 
ejemplo, que fue Fulano quien mató a 
Mengano. 


Por eso es grave que un texto como el que 
se examina, animado por la pretensión de 
orientar futuras prácticas judiciales, genere 
confusión en una cuestión de método tan 
relevante.


En él se habla también de «indicios 
d e m o s t r a d o s » y d e « h e c h o s 
demostrados». Sin tener en cuenta que a 
la demostración solo se llega por vía de 
razonamiento deductivo y en contextos 
formalizados, como el de las matemáticas, 
que es donde cabe a l canza r un 
conocimiento verdadero. Mientras que la 
inducción probatoria (la que hacen los 
jueces), ya se ha dicho, únicamente genera 
conocimiento probable. Así, no serviría 
para demostrar, sino, en todo caso, para 
comprobar la veracidad de cierros 
enunciados de contenido fáctico y, por esa 
vía, para confirmar, en su caso, una 
hipótesis acusatoria. 


Escribe el autor de la «Nota informativa» 
que «la condena no puede fundarse en la 

creencia del juez, el tribunal o el jurado», 
que, para decidir, deberán «estar 
convencidos». Aunque escribe también 
que estos «no puede[n] ni debe[n] 
fundamentar el fallo de la sentencia en su 
simple y puro convencimiento subjetivo». 
Para concluir afirmando que «cuando el 
juez “suma” los indicios en su proceso 
final tras el juicio se llega a hablar de una 
denominada “certeza subjetiva”, que lleva 
a la “convicción judicial”». Pues bien: 
¿Cuál es la conclusión? ¿De qué clase la 
certeza? ¿Y la convicción? ¿Será, acaso, 
del género oracular: la que permite denotar 
como «clara y diáfana» para el juez a la 
llamada por el autor «prueba directa»? O, 
dicho de otro modo, y para que se 
entienda mejor: ¿quizá la fundada en esa 
«percepción sensorial condicionada a la 
inmediación» que —a tenor de una 
lamentable jurisprudencia consolidada— 
permitiría al juzgador prescindir de «una 
elaboración racional o argumentativa 
posterior»?


Desde luego, el autor de la «Nota» no lo 
tiene claro, con lo que el «criterio 
orientativo» que habría de brotar de ella se 
traduce en pura y simple falta de criterio. 
De nuevo, en un contexto de patente 
confusión y completa ausencia de rigor 
conceptual en el planteamiento. 


La certeza apta para fundar una decisión 
condenator ia será inevi tablemente 
subjetiva, en el sentido de que solo puede 
ser un sujeto quien la albergue, como 
conclusión de su trabajo con el material 
probatorio. Pero deberá tratarse de una 
certeza verbalizable, y susceptible de 
justificación, en cuanto intersubjetivamente 
v a l o r a b l e , e n s í m i s m a y e n e l 
p r o c e d i m i e n t o s e g u i d o p a r a s u 
adquisición, mediante la expresión de las 
premisas, de los criterios de inferencia y 
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del modo como se haya procedido en su formación y en su tratamiento. Así, el resultado 
será una conclusión obtenida conforme a ciertas imprescindibles exigencias de método, 
cuya satisfacción encontrará expresión en la sentencia.


«Para que la tesis acusatoria pueda prosperar» —se lee en el último párrafo de la nota— 
«se le debe exigir una “probabilidad prevaleciente” con respecto a aquellas otras 
hipótesis explicativas de los mismos indicios». De nuevo una confusión lamentable, 
porque el de la «probabilidad prevaleciente o prevalente» es, sí, un tópico estándar de 
valoración de la prueba… pero —¡cuidado!— propio del proceso civil. Y, también, una 
incoherencia manifiesta, porque previamente se había afirmado que «para enervar la 
presunción de inocencia» no bastarían «meras probabilidades».


En el proceso penal, para condenar, no es suficiente que la hipótesis acusatoria sea la 
más probable, sino que esta deberá resultar efectivamente probada, y probada con 
certeza práctica. Para que pueda concluirse en tal sentido, habrá de ser internamente 
coherente; estará soportada por una pluralidad de pruebas y no existirá una sola que la 
desmienta; deberá gozar de capacidad explicativa de todos los hechos relevantes del 
supuesto sobre que versa; será plausible; y no sucederá que la de la defensa reúna estas 
mismas condiciones, pues tendría que prevalecer.


Además, el iter discursivo que permita concluir de este modo, contará con cabal 
expresión en la motivación de la sentencia. Primero, para que el juez o tribunal, en el 
curso de su elaboración, hayan podido comprobar que todas las decisiones parciales 
sobre la prueba y, al fin, el fallo, eran susceptibles de justificarse, y para dotarlos de 
suficiente justificación expresa. Y, después, para que el afectado o afectados por este y, 
en general, el lector, puedan tomar conocimiento de la ratio decidendi en todos sus 
extremos.


La muy peculiar «Nota informativa» objeto de estas consideraciones, apareció 
inmediatamente recogida —como novedad relevante y cual si aportase algo digno de 
consideración— en el sitio web del Consejo General de la Abogacía: «Abogacía 
española». Por tanto, ha sido objeto de una publicidad masiva, que compromete, no solo 
al autor de la misma y ponente de la sentencia, sino a la propia Sala Segunda del Tribunal 
Supremo, puesto, además, postula un tratamiento de la prueba indiciaria, del 
desafortunado tenor del que se ha dejado constancia, que tiene minuciosa expresión en 
aquella. No me parece que, visto lo que acaba de exponerse, este sea un asunto banal.


En el proceso penal, para condenar, no es 
suficiente que la hipótesis acusatoria sea la más 
probable, sino que esta deberá resultar 
efectivamente probada, y probada con certeza 
práctica. 
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Entrevistamos a nuestra compañera Cira 
García Domínguez, Magistrada titular del 
Juzgado de Violencia sobre la Mujer de 
Albacete que, junto con todo su equipo, 
ha recibido el premio Menina 2019 en 
Castilla La Mancha, en reconocimiento a 
su trabajo en la lucha por la erradicación 
de la violencia contra la mujer y su 
dedicación profesional en apoyo de las 
mujeres víctimas de la violencia machista. 
Su celo en la aspiración a la igualdad 
plena es sobradamente conocido. 
Queremos aprovechar la ocasión para 
felicitarla por su esfuerzo constante y su 
aportación jurídica en esta lucha que no 
debe cesar mientras se produzca un solo 
caso de violencia contra la mujer por el 
solo hecho de ser mujer.


Cira, jueza desde 2003, fecha de su 
ingreso en la Carrera, preside el único 
Juzgado exclusivo de Violencia sobre la 
Mujer de Castilla La Mancha, en el que 

desempeña su labor desde el 2012. 
Nuestra compañera está convencida de la 
necesidad de actuar contra esta lacra 
social, no solo con mecanismos judiciales 
y policiales, sino también con la necesidad 
de trabajar en una educación basada en la 
igualdad de género, a la que se refiere 
expresamente la LO 1/2004 de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia 
de Género, la LO 3/2007 para la Igualdad 
efectiva de mujeres y hombres y en su 
caso legislación autonómica. Hoy nos 
presta unos minutos para contestar a 
nuestras preguntas.


¿Cuáles son los problemas jurídicos más 
habituales en un Juzgado exclusivo de 
Violencia sobre la Mujer? 

Sin duda, nuestro mayor campo de batalla 
es la dispensa para declarar que concede 

Entrevistamos a  
nuestra 
compañera 

CIRA GARCIA 
DOMÍNGUEZ 
Magistrada del 

Juzgado de Violencia sobre la mujer nº 
1 de Albacete
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el art. 416.1 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal a las víctimas de violencia de 
género. Este precepto lleva a que se 
dicten muchos sobreseimientos en fase de 
instrucción y sentencias absolutorias por 
falta de prueba en fase de enjuiciamiento, 
cuando no existen otros medios de prueba 
en su caso para el dictado de una 
sentencia condenatoria. Es importante 
poner de manifiesto que en el informe 
emitido por el Observatorio contra la 
Violencia de Doméstica y de Género en 
relación con las muertes por violencia de 
género ocurridas en el trienio 2016 - 2018, 
el número de víctimas fue de 151 mujeres, 
de las cuales solo el 30 por ciento había 
presentado denuncia o había solicitado 
alguna medida de protección. No puede 
obviarse que de las diez mujeres 
asesinadas en lo que va de año 2020 (a 
fecha de la entrevista) ninguna había 
presentado denuncia por violencia de 
género.


Nuestro mayor problema es por tanto la 
invisibilidad de este tipo de violencia, 
debiendo por ello unir todos nuestros 
esfuerzos en concienciar a la sociedad de 
la necesidad de denunciar este tipo de 
hechos. En muchas ocasiones, son las 
propias víctimas quienes ya en sede 
judicial Y pese al escaso tiempo desde la 
presentación de la denuncia se acogen a 
su derecho a no declarar contra el 
presunto agresor y en otras ocasiones en 
el acto del juicio,  lo que justifica el 
número de absoluciones contabilizadas 
recogidas en las estadísticas judiciales. En 
todo caso, es necesario evitar la confusión 
entre denuncias falsas, que son menos del 
1 por ciento según datos del Observatorio, 
y las sentencias absolutorias que derivan 
de la falta de prueba cuando la víctima se 

acoge a la dispensa de la que venimos 
hablando.


¿Qué medidas consideras necesarias en 
los Juzgados de Violencia de Género? 

Creo que hay que reclamar la creación de 
nuevos Juzgados especializados. La 
realidad judicial es que todavía subsisten 
muchos juzgados que comparten esta 
competencia con otras competencias 
como son la de instrucción y primera 
instancia, sin embargo, la respuesta que 
se proporciona a las víctimas en un 
Juzgado exclusivo, dotado de personal y 
medios especializados, y acompañado por 
el trabajo de una Fiscalía especializada es 
mucho más adecuada que la de un 
Juzgado donde se comparte esta tarea 
con otros asuntos. Este hecho repercute 
necesariamente en el trato a la víctima, 
especialmente en situaciones complejas y 
en las que se encuentra implicados con 
niñas y niños.


 En definitiva, es necesario contar con 
Juzgados especializados, que cuenten a 
su vez con Equipos Psicosociales que los 
asisten también especializados, así como 
la creación de   Puntos de Encuentro 
Familiares, dada la importancia que estos 
recursos tienen en el cumplimiento de los 
regímenes de visitas respecto de menores 
acordados en resoluciones judiciales 
donde existen situaciones de violencia de 
genero.


 N e c e s i t a m o s q u e s e d o t e 
económicamente a las Oficinas de 
Atención a la víctima, que se crearon por 
la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto 
de la víctima del delito, y que carecen de 
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recursos personales y materiales por esa falta de dotación presupuestaria en muchas 
partes del territorio. Considero además que es sumamente importante hacer hincapié en 
la necesidad de que también existan Unidades Forenses de Valoración Integral en todos 
los órganos judiciales con competencia en la materia, unidades previstas ya en la LO 
1/2004.


¿Qué medidas crees que deberían adoptarse para la protección de las víctimas menores 
de edad? 

Hay que recordar que la Ley Orgánica 1/2004 fue modificada por la Ley Orgánica 8/2015, 
de modificación del sistema de protección a la infancia y la adolescencia, y que conforme 
al   artículo 1 considera víctimas de violencia de género, además de a las mujeres que lo 
fueren, a los menores sujetos a la tutela guarda y custodia de esas víctimas.  Tanto la 
normativa internacional de protección de menores, representada por   la Convención 
sobre los Derechos del niño como la normativa interna representada en la Ley Orgánica 
1/1996 de Protección Jurídica del Menor, inciden en el derecho de los menores a vivir en 
un entorno libre de violencia.


 Es un derecho del menor, antes de adoptar cualquier medida que le pudiera afectarles, 
ser oídos y escuchados, incluido en los supuestos en los que se adopten medidas civiles 
en el marco de la Orden de Protección en relación con el régimen de guarda y custodia y 
régimen de visitas en su caso. Sin embargo, esta exigencia legal no es siempre atendida, 
por lo que es deseable además de una guía de buenas prácticas en el seno de los 
Juzgados de Violencia que permitiera determinar las mejores condiciones para la práctica 
de las exploraciones de las niñas y los niños, contar con la asistencia de los profesionales 
formados y en espacios adecuados.
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¿Qué medidas sociales o educativas 
pueden ayudar a poner freno a la 
violencia machista entre adolescentes? 
¿Hemos sufrido un incremento de ese 
fenómeno? 

Sin duda alguna ha habido un incremento 
de la violencia de genero entre la 
población joven. El uso de las nuevas 
tecnologías y las redes sociales ha dado 
origen a nuevas conductas susceptibles 
de represión penal a los que se ha tratado 
de dar cabida en las últimas reformas del 
Código Penal, como es el caso del delito 
de “stalking”, introducido en la reforma de 
2015 del Código Penal.


Llama especialmente la atención otras 
formas de comisión delictiva, como el 
quebrantamiento de sentencias y medidas 
cautelares a través del uso de las nuevas 
tecnológicas  como los “estados” en 
aplicaciones como WhatsApp  y Redes 
Sociales. 


 Es necesario y primordial concienciar a la 
población joven del uso de las redes 
sociales y además trabajar a nivel 
educativo con dicha población a fin de 
evitar que se normalicen determinadas 
conductas que son del ict ivas. La 
prevención empieza con la educación y 
formación de los y las adolescentes.


¿Existe la violencia económica? ¿Cómo 
podemos combatirla? 

La violencia de género no finaliza, en 
ocasiones, con el fin de la convivencia o la 
ruptura de la relación, sino que se 
prolonga a través de formas como puede 
ser la presión económica que se ejerce 

por el maltratador respecto de la víctima, 
como sucede en los   supuestos de   
impagos de alimentos de menores o 
gastos extraordinarios y otros conceptos  
económicos incluidos en las resoluciones 
judiciales. La dependencia económica de 
la víctima respecto de su agresor facilita 
en muchos casos que continué la 
situación de maltrato más allá de la 
terminación de la relación o la ruptura del 
vínculo matrimonial. 


 En muchos casos, el maltratador utiliza el 
dinero, a través del control de éste, la 
res t r i cc ión o e l rep roche , como 
instrumento para ejercer su dominación 
sobre la mujer. La dependencia económica 
es, pues, un hándicap especialmente 
reseñable para las mujeres con escasa 
formación académica o profesional, 
mujeres de zonas rurales y especialmente 
vulnerables como mujeres extranjeras, 
muchas en situación irregular.


¿Qué trascendencia tiene, en la lucha 
contra la violencia machista, la adopción 
de medidas civiles en la orden de 
protección o en sentencia? 

No hay que olvidar que el Convenio de 
Estambul, al que España se adhirió en 
2014,  además  de ampliar  el concepto de 
violencia de género a todos los supuestos 
de violencia contra la mujer por el solo 
hecho de serlo o que  afecte a las mujeres  
de forma desproporcionada, establece en 
su artículo  31 la necesidad de que en 
todas las resoluciones que se dicten  en 
relación con la guarda y custodia de 
menores se tengan en cuenta los 
incidentes de violencia de género que se 
hubieran producido con anterioridad.
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Me preocupa que, sin embargo, se están estableciendo regímenes de guarda y custodia, 
en ocasiones estandarizados, sin valorar el episodio de violencia de género que se haya 
producido, en la mayoría de ocasiones en presencia de menores.  En ocasiones, no se 
tiene en cuenta esta circunstancia ni en el momento de dictar Ordenes de Protección, así 
como tampoco en el procedimiento civil posterior. Se parte, creo, de la errónea premisa 
de que el maltratador no tiene por qué ser un mal padre; lo cierto, es que muy 
habitualmente, la situación de maltrato se mantiene a través de los menores, 
empleándolos como armas arrojadizas y en muchos casos invocando el falso Síndrome 
de Alienación Parental, que no tiene ningún reconocimiento científico ni por la OMS ni por 
ningunas otras instituciones médicas. A pesar de ello, en muchas resoluciones judiciales 
se apoyan en este inexistente SAP para afirmar que la madre constituye un obstáculo 
para el cumplimiento del régimen de visitas.


Es preciso determinar el origen del eventual rechazo del menor al padre, para evitar que 
pueda ser cunda la falsa creencia de que la mujer denuncia falsamente para obstaculizar 
la relación entre el padre y el menor.


¿Qué utilidad pueden proporcionar los dispositivos telemáticos en materia de violencia 
de género? 

Nuestra Ley Orgánica contra la Violencia de Género y el Código Penal permiten que las 
medidas cautelares y las penas de prohibición de aproximación y comunicación con la 
víctima se controlen mediante ese tipo de dispositivos telemáticos. En la actualidad, es el 
centro Cometa quien gestiona este tipo de elementos, sin embargo, el amplio número de 
incidencias que se suelen ocasionar frena su utilización generalizada a nivel judicial. A 
menudo, en efecto, la falta de carga suficiente o la separación del dispositivo por parte 
del agresor provoca alertas que son remitidas al Juzgado de Violencia, si bien, no todas 
estas incidencias son constitutivas de un delito de quebrantamiento. A veces, esas alertas 
generan mayor desasosiego o temor en la víctima; y esto es especialmente habitual en las 
poblaciones pequeñas.


¿Es necesaria la especialización en esta materia? 

La especialización en materia de Violencia de Género en la Carrera Judicial, se encuentra 
ya incluida en la Ley Orgánica 5/2018 de Reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de Medidas de Urgentes en aplicación del Pacto de Estado en materia de violencia de 
género, aunque aun no se ha convocado ninguna prueba de especialización al respecto, 
es, en efecto necesaria. La especialización, no solo judicial, sino también de la Fiscalía, 
las Unidades Policiales, los Equipos Psicosociales adscritos a los Juzgados de Violencia 

BO
LE

TI
N

IN
FO

RM
AT

IV
O

   
  F

EB
RE

RO
 2

02
0



14

sobre la Mujer, así como de los profesionales de los Puntos de Encuentro, contribuye, sin 
duda, a una protección más eficaz a las víctimas.


Ahora bien, más allá de la especialización, es muy necesario que los profesionales de estos 
Juzgados estén especialmente formados y concienciados de las características de este tipo 
de violencia. Es fundamental que la víctima se encuentre respaldada y arropada desde que 
decide denunciar los hechos. Para ello, es importante trabajar habilidades específicas 
respecto del trato a las víctimas y menores, y aprender a conocer cual son las dificultades 
que se encuentran las víctimas de este tipo de violencia  que a menudo sufren bloqueos 
emocionales, dificultades para exponer su relato de forma ordenada y coherente y que 
enfrentan a la  culpabilidad de denunciar a su pareja y en muchas ocasiones al padre de sus 
hijos, sentimiento de culpabilidad que les lleve a constantes denuncias y posteriores 
retiradas de las mismas. Los profesionales que estamos en este tipo de juzgados debemos 
ser conscientes de la propia naturaleza del ciclo de la violencia y, asimismo, de su 
importante labor en la protección de estas mujeres y niñas y niños a través de los 
mecanismos judiciales y también de las propias habilidades personales en la que 
deberíamos estar formados todos los profesionales que diariamente estamos en contacto 
con esta problemática.


¿Qué es lo más gratificante del trabajo en Violencia sobre la Mujer? 

Sin duda, me quedo con el resultado alcanzado cuando, después de la adopción de las 
medidas precisas en el seno de la causa y del proceso de recuperación oportuno, la víctima 
vuelve a sonreír y afirma haber hecho lo correcto. Me quedo con la respuesta del menor 
cuando se le pregunta “¿cómo está mama”? y responde “mama está mejor”. En ese 
momento no puedo contener la emoción de pensar que esa mujer y ese niño o niña dejo de 
vivir en un entorno de violencia y que yo, en la medida de mis posibilidades contribuí a ello.   


En cambio, ¿Qué es lo más frustrante? 

Hay situaciones especialmente graves en que la víctima insiste en no denunciar o retirar su 
denuncia posteriormente, lo que impide en muchas ocasiones poder continuar con la causa 
penal abierta. El hecho de saber que la víctima volverá en muchos casos a convivir con el 
agresor con las consecuencias que ello conlleva me produce un desánimo   a nivel personal 
y profesional, que es sin duda alguna la parte más frustrante. 


Los profesionales que estamos en este tipo de juzgados debemos ser conscientes de la 
propia naturaleza del ciclo de la violencia y, asimismo, de su importante labor en la 
protección de estas mujeres y niñas y niños a través de los mecanismos judiciales y también 
de las propias habilidades personales en la que deberíamos estar formados.
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Cuando te enfrentas a tu primer destino 
como juez o jueza titular, el vértigo es 
indescriptible. En mi caso, se trató de un 
Juzgado de P r ime ra I ns tanc ia e 
Instrucción de Violencia sobre la Mujer, o 
lo que entre compañeros coloquialmente 
llamamos, un mixto con violencia.  


Algunas de las cuestiones que me planteé 
antes de aterrizar fueron: ¿Cómo funciona 
un Juzgado de esta clase?; ¿De qué forma 
influye en la marcha del Juzgado estar de 
guardia de lunes a viernes?; ¿Cómo podré 
gestionar los tiempos para compatibilizar 
esta especialidad con el resto de materias 
propias de un mixto?


Aunque pude haber elegido otro Juzgado 
en el mismo pueblo, opté por el que 
contaba con la especialidad de violencia 
sobre la mujer. Sería cínico negar, que 
algunos días, durante los casi dos años 
que estuve en mi primer destino, me 
planteé si me había equivocado.


Sin embargo, a día de hoy, me alegro 
profundamente de haber conocido desde 
dentro, tanto la materia y la consiguiente 
problemática penal y social que implica la 
v i o l e n c i a d e g é n e r o , c o m o e l 
funcionamiento diario de un Juzgado de 
e s t a s c a r a c t e r í s t i c a s , c o n l o s 
inconvenientes y sin sabores que me llevé, 
y también, porqué no decirlo, con un gran 
aprendizaje.


Y es que, si tu primer destino es un 
Juzgado mixto de violencia sobre la mujer, 
el recorrido no va a ser fácil. 


Para ser más clara explicaré mi día a día, 
no sin antes destacar, que una de las 
mayores trabas con las que me encontré 
a l l legar, fue la de las l lamadas 
exenciones. 


Las exenciones, en un juzgado con 
violencia sobre la mujer, tenga la carga de 
trabajo de que se trate, y en todo caso, de 

Mi primer destino  
en un Juzgado mixto de  
Violencia sobre la mujer 

Ana GÓMEZ GONZÁLEZ
Jueza del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 3 de Durango
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manera proporcionada al número de asuntos, son absolutamente necesarias, no sólo 
para favorecer la calidad del trabajo del juez o jueza de turno, sino, esencialmente, para 
la buena marcha y funcionamiento del juzgado. 


En mi caso, el Juzgado no contaba prácticamente con ellas, brillaban por su ausencia. 
Fue entonces cuando me di cuenta de que, por estar a la cabeza de un Juzgado como el 
resto de los del pueblo, con bastante carga de trabajo, pero con el añadido de llevar 
además los procedimientos civiles y penales de violencia sobre la mujer del partido, 
contaba con dos exenciones: el veinte por ciento de asuntos civiles, y las querellas. 


En el resto de asuntos, estando de guardia de lunes a viernes, y llegando a tener hasta 
catorce procedimientos penales de distinta clase de violencia sobre la mujer por semana, 
no había diferencia alguna. 


Reconozco que los inicios no fueron fáciles, los demás jueces del partido judicial fueron 
plenamente conocedores de que, con el nivel de procedimientos penales que había 
semanalmente, y sin tener un solo día sin guardia, el Juzgado no funcionaba como 
debería. No se trata de contar las penas a través de este artículo, no todo fue negativo, ni 
mucho menos. 


Tras un exhaustivo estudio de las estadísticas y los números de los cuatro Juzgados, de 
hacer comparativas con partidos judiciales de similares características existentes en la 
Comunidad Autónoma en la que se encontraba mi partido judicial, entre todos los 
compañeros valoramos cual podía ser la mejor solución. Había que buscar una que, por 
un lado, no perjudicase y aumentase en exceso la carga de trabajo al resto de Juzgados, 
que no era nada desdeñable, y por otro, permitiese que el Juzgado con la especialidad 
de violencia sobre la mujer, gestionase de forma eficiente y con calidad, no sólo los 
asuntos propios de la especialidad, sino también el resto de procedimientos civiles y 
penales que competen a un juzgado mixto.


Finalmente, llegamos a la conclusión, de que la solución más acertada, al menos en 
nuestro caso, era establecer uno o dos días de exención total de violencia de género, 
para que el resto de juicios y señalamientos del Juzgado no se vieran afectados, 
retrasados, o, incluso, en los días más complicados, suspendidos. 


Desde el momento en el que por unanimidad cambiamos las normas de reparto del 
partido, el Juez o la Jueza de guardia asumió esos dos días de exención, los 
procedimientos urgentes de violencia sobre la mujer, en los casos en los que existía una 
solicitud de orden de protección, y aquellos en los que había que resolver sobre la 
situación personal de un detenido. 


A partir de entonces, la situación cambió de manera radical, se trataba de un Juzgado 
completamente distinto en el que se aprovechaban los dos días de exención para llenar 
la agenda y poder celebrar los juicios con la tranquilidad de que los mismos, no se verían 
afectados por la guardia de violencia. Un Juzgado en el que había mucho trabajo, pero 
desde entonces asumible, en el que con una oficina que, además de profesional, estaba 

BO
LE

TI
N

IN
FO

RM
AT

IV
O

   
  F

EB
RE

RO
 2

02
0



17

plenamente sensibilizada con la violencia 
de género, podíamos gest ionar y 
compatibilizar la especialidad con el resto 
de materias. 


Mi rutina, y la de prácticamente cualquiera 
que es tá en un m ix to con es ta 
especialidad, es parecida. Llegas por la 
mañana, das los buenos días a tus 
compañeros, y preguntas, ¿Tenemos 
violencia hoy? Si la respuesta es negativa, 
respiras aliviado. Sin embargo, si la 
respuesta es positiva sabes que el día va 
a ser duro, no sólo por la carga de trabajo 
para esa jornada, sino por todas las 
implicaciones que conllevan estos 
procedimientos.


Si hab lase con un compañero o 
compañera, que, por primera vez va a 
asumir un juzgado de esta clase, creo que 
el mejor consejo que podría darle es que 
sepa escuchar, que tenga paciencia, que 
no quiera correr, pese a que soy 
consciente de que tendrá muchas cosas 
por resolver y en las que trabajar cada día.


Ha de saber, que en numerosas ocasiones 
va a encontrarse con mujeres, que llegan 
al Juzgado con un golpe visible en la cara, 
y tal y como llegan, quieren marcharse sin 
declarar. Por eso, tenemos una labor y 
una responsabilidad muy seria en este 
ámbito. Ello no significa que tengamos 
que convencer a nadie, o que no 
procedamos de manera imparcial al 

instruir los procedimientos de violencia 
sobre la mujer, como es nuestro deber. 
Pero si me gustaría poder decir a ese 
compañero o compañera, que ha de ser 
muy consciente de que los jueces y las 
juezas debemos estar sensibilizados de 
manera profunda con la problemática de 
la violencia de género. 


Los procedimientos de violencia sobre la 
mujer parecen sencillos de instruir, sin 
embargo, todos los jueces y juezas que 
hemos tenido esta especialidad sabemos 
la complejidad que subyace en ellos. 
Hablamos de delitos que se cometen en 
el núcleo de la convivencia familiar, con 
las dificultades probatorias que conlleva 
este extremo. Por eso, hemos de ser 
sumamente cuidadosos y responsables a 
la hora de decidir. 


He tenido la fortuna de que, después de 
los dos años en el Juzgado de Violencia 
sobre la Mujer, pude desarrollar un trabajo 
teórico en la materia, como asesora de la 
Ministra de Justicia. Hoy en día me doy 
cuenta de que, sin esa experiencia previa, 
no sabría muy bien de lo que hablo. La 
violencia de género no se conoce del todo 
a través de los manuales, ni las leyes 
penales o procesales. Hay que estudiarla 
desde dentro, hablar con los agresores, 
víctimas, hijos de víctimas, familiares o 
vecinos, para analizar el perfil delictual 
ante el que nos encontramos.
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Qué ha supuesto para la Sección Territorial 
de Cataluña poder acceder a la Sala de 
Gobierno?  

Un hecho muy positivo porque hemos 
p o d i d o v i s u a l i z a r a n t e n u e s t r o s 
compañeros/as que no somos una 
Asociación marginal. Hemos tenido la 
confianza no solo de nuestros asociados/as 
sino además la de muchos Jueces y Juezas 
que nos han votado porque creen en  
nuestros planteamientos, en nuestras 
propuestas, en lo que hacemos. Es verdad 
que nos hemos quedado muy cortos por 
culpa del sistema de representación 
mayoritaria, pero el hecho de presentarnos, 
ganar un puesto y quedarnos como 
segunda asociación más votada, por 
encima de FV y de FJI, nos ha permitido 
avanzar. Y, ha sido gracias a la labor de 
equipo de muchos asociados/as, junto a las 
coordinadoras. Confeccionamos un 

programa de gobierno con propuestas de 
soluciones a los problemas de la Judicatura 
en nuestro territorio y realizamos una muy 
buena comunicación de la candidatura a 
través de un video y de una presentación 
muy moderna con la ayuda de una persona 
técnica en la materia. Llamamos a todos los 
asociados/as. Vis i tamos a muchos  
compañeros/as. Ha sido una experiencia 
muy buena para la sección Territorial.


¿Qué inquietudes te están trasladando los 
compañeros y compañeras? 

Sobrecarga de trabajo con déficit de tiempo 
para el estudio en profundidad de los 
asuntos judiciales más complejos, falta de 
medios en los partidos judiciales más 
pequeños, condiciones precar ias e 
inestables de los primeros años, la tardanza 
en e l ascenso a Magis t rado/a , la 

Entrevista a 
Montserrat 
Comas 
Elecciones a 
Sala de 
Gobierno

Coordinadora ST Catalunya

Magistrada. Audiencia Provincial de 
Barcelona, sección 10ª penal.

¿
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imposibilidad de asistir a cursos de formación cuando no es posible la 
sustitución, problemas de compatibi l idad con la vida famil iar 
fundamentalmente por parte de las compañeras y en muchos casos estrés. 
También desasosiego respecto a la imagen de la Justicia y la falta de reacción 
del CGPJ ante situaciones de crisis o de perturbación en la independencia 
judicial. E incertidumbre por el presente y el futuro del “procés”


¿Qué dificultades te has encontrado en la primera toma de contacto con la 
Sala de Gobierno? 

En mi primera reunión el día 10 de diciembre del año pasado tuve un 
sentimiento muy agridulce. Estaba allí porque muchos Jueces/zas han votado 
nuestra candidatura. Pero me entristeció constatar que la composición actual 
de la Sala de Gobierno no es plural. Entre miembros natos y elegidos somos 
15, de los cuales 10 son de la APM. No tiene nada que ver con la realidad y 
perfil de la Judicatura catalana. Pensé inmediatamente que iba a ser muy 
difícil gestionar determinadas decisiones. Un sentimiento análogo a cuando 
entré en el Consejo General del Poder Judicial en el año 2001, en el que los 
progresistas éramos minoría, pero a diferencia de ahora, en el Consejo 
entramos ocho vocales progresistas que podíamos hacer muchas cosas. 
Actualmente en SG solo podré compartir propuestas con Mercé Caso, que 
como Decana de los Juzgados de Barcelona, seguirá en Sala de Gobierno 
hasta el mes de Abril del 2021. Suerte tengo de ella para aprender de su 
experiencia dilatada en SG. Es muy buena en su trayectoria gubernativa.


¿Qué puedes aportar a Sala de Gobierno desde tu experiencia como miembro 
de la carrera judicial y como asociada a JJpD? 

La experiencia de 34 años en la judicatura me ha permitido conocer sus 
problemas con profundidad. Mi trabajo jurisdiccional en un órgano colegiado, 
presidiendo una sección penal de la Audiencia Provincial de Barcelona me ha 
proporcionado un bagaje para saber escuchar y deliberar. También todo lo 
que he aprendido en esta Asociación en la que me afilié desde el primer día:  
sabiduría, ideas y muchos proyectos  de cambio para mejorar el 
funcionamiento de la Justicia. He tenido grandes maestros, entre otros a 
Javier Martínez Lázaro –Tito- en el que siempre me he inspirado. También me 
servirá todo lo que aprendí en la gestión gubernativa de mis siete años como 
Vocal del CGPJ y Presidenta del Observatorio. El consenso es la clave, 
además de ser voces críticas cuando haga falta. Me siento muy privilegiada 
en poder aportar mi experiencia, mis ideas, y fundamentalmente mucha 
ilusión para abordar cambios.
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¿Qué necesidades de actuación existen en el ámbito de la Sala de Gobierno del 
TSJ de Cataluña? ¿Qué cuestiones necesitarían un cambio? 

Es evidente que una buena parte del trabajo es resolver los temas que nos 
llegan en virtud de nuestras competencias que están en la LOPJ. Pero además 
de ello me gustaría contribuir, junto con Mercè Caso, a que las sustituciones de 
Jueces cuando están enfermos, o de permiso, o han de asistir a cursos de 
formación, funcionen de verdad; reforzar la comunicación con los Jueces 
Decanos; potenciar la celebración de reuniones de Jueces y Juezas 
provinciales y Magistrados/as de las Audiencias Provinciales al menos con 
carácter semestral o anual; que la formación descentralizada vuelva a manos 
del CEJFE -es escandaloso que después de veintisiete años no se haya 
firmado por parte del CGPJ la prórroga del convenio con la complicidad de la 
SG, a pesar de que el modelo ha funcionado muy bien durante estos años-; 
que la oficina de comunicación esté más presente en situaciones de crisis de la 
imagen de la Justicia; y velar para que se supere el lenguaje sexista en 
nuestras comunicaciones.


¿Cuáles son los principales retos que puede haber en los próximos 5 años?  

Las Salas de Gobierno tienen la radiografía completa de las necesidades de la 
Justicia en cada territorio. Deberían ser órganos, no solo de gestión y 
resolución, sino además órganos protagonistas en la presentación de  
propuestas de solución a los problemas de la Justicia en cada territorio. Hemos 
de contribuir a la mejora de las condiciones laborales de los Jueces/zas, más 
sobrecargados, con más planes de refuerzo y coadyuvando a que se amplíe la 
planta judicial. Y, conseguir una mejor imagen de la Justicia, reforzando las 
funciones de la oficina de comunicación, con el objetivo de acercar la Justicia a 
la ciudadanía. En esta línea, los cargos gubernativos de la Judicatura deben 
asumir de forma efectiva las competencias que les otorga la LOPJ, facilitando 
su presencia, su voz y su imagen cada vez que se produce una situación de 
“crisis” con el resto de los poderes del Estado o Autonómicos, o se producen 
noticias inveraces acerca de una determinada decisión judicial o de una 
sentencia. 


La Asociación ha venido defendiendo un cambio en el sistema electoral de 
Salas de Gobierno ¿Cuál es tu opinión al respecto? 

Plenamente de acuerdo con la necesidad urgente del cambio legal del sistema. 
El sistema mayoritario vigente en estos comicios, desde su implantación por la 
LOPJ de 1985 impide que en las Salas de Gobierno haya una composición 
plural  del conjunto de las asociaciones judiciales y de las candidaturas de no 
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asociados. El sistema es injusto. Llevamos años pidiendo que el sistema sea 
proporcional a los resultados obtenidos por las diversas candidaturas y en el 
último Congreso añadimos la necesidad de que sea paritario. Lo considero tan 
necesario que, aunque no podamos aplicarlo hasta dentro de cinco años, 
debe ser una de nuestras propuestas prioritarias. Hemos de conseguirlo en 
esta legislatura, aprovechando la formación del Gobierno de coalición de 
izquierdas en España. La tarea de este Secretariado y el nuevo que se forme, 
después del congreso del próximo mes de mayo, ha de ser intensa para que 
todos los partidos políticos que han facilitado la formación de este Gobierno, 
entiendan la importancia de este cambio legal. Las Salas de Gobierno deciden 
cuestiones fundamentales para los Jueces/zas,


¿Qué incidencia puede tener la situación política en Cataluña en la actuación 
de la Sala de Gobierno?  

Si se estabiliza la situación política después de las próximas elecciones que 
probablemente se celebrarán  antes de verano, este hecho puede contribuir a 
mejorar las relaciones con la Sala de Gobierno, máxime si sirven de forma 
definitiva para que las fuerzas soberanistas, aunque vuelvan a ganar, 
abandonen de forma definitiva cualquier proyecto de vía unilateral hacia la 
independencia que tantos problemas sociales, jurídicos y políticos nos han 
creado. Actualmente las relaciones entre la Conselleria de Justicia y la Sala de 
Gobierno son difíciles. No hay una relación fluida en la Comisión Mixta. El 
discurso  en el último año de la APM tampoco contribuye a que sean mejores. 
Sea como sea hay que dar pasos para que las relaciones institucionales 
funcionen de la mejor forma posible. En beneficio de la ciudadanía hemos de 
colaborar y entendernos, cada uno en el marco de sus competencias. No hay 
otro camino.
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Acaba de cumplirse, el pasado 31 de 
enero, el bicentenario del nacimiento de 
Concepción Arenal, trabajadora infatigable 
en pro del bienestar social, escritora, 
articulista, fundadora del periódico La voz 
de la caridad -con vocación de denunciar 
las inmoralidades existentes en el ámbito 
de la beneficencia y en el de las 
prisiones-, Secretaria de la Sección 
Central de Damas de la Cruz Roja, 
miembro de la Junta Directiva del Ateneo 
de Mujeres, Visitadora de prisiones de 
mujeres, Inspectora de casas de 
corrección de mujeres o miembro de la 
comisión encargada, en 1873, de la 
reforma del Código Penal. Fue autora de 
importantes publicaciones sobre Derecho 
Penal y Derecho Internacional, con 
significativas proyecciones en un trabajo 
continuado a favor de la mejora de la 
situación de los presos, abordando la 
individualización de las penas, el beneficio 

de desarrollar actividades formativas y 
recreativas para los presos los días 
festivos o la retribución del trabajo del 
penado. Propugnó, además, la educación 
como herramienta de elevación moral e 
intelectual que hiciera frente a los 
problemas socia les y defendió la 
desaparición de la esclavitud.


También centró sus preocupaciones en el 
estudio y elaboración de propuestas que 
mejorasen la situación de las mujeres, 
para las que reclamó el acceso a la 
educación como solución a la situación de 
desigualdad asignada –señaló, con 
carácter general y respecto de todos los 
sectores sociales, la ignorancia como el 
principal obstáculo para el progreso, 
defendiendo, además, la enseñanza no 
solo obligatoria sino gratuita-, que se 
plasmó en diferentes obras, entre otras, La 
mujer del provenir, que escribió en 1861 

Paloma Marín López 
Magistrada jubilada

La mujer 
del 

porvenir,  
dos siglos 
después

BO
LE

TI
N

IN
FO

RM
AT

IV
O

   
  F

EB
RE

RO
 2

02
0



23

pero que publicó años más tarde, al calor de la Revolución de 
1868, en un contexto de escaso avance del feminismo en 
España, aunque, a nivel internacional, Vindicación de los 
Derechos de la Mujer, de Mary Wollstonecraft, había visto la luz 
en 1792.


La lectura de esta obra -complementada por la posterior La 
mujer de su casa, de 1881- evidencia, en el siglo XXI, la 
antigüedad de algunas de sus propuestas: así, no reclamó 
derechos políticos para las mujeres, pese a que el derecho al 
voto fue una exigencia del feminismo del siglo XIX y pese a que 
en la posterior La mujer de su casa expuso numerosos ejemplos 
de participación política de las mujeres a lo largo de la historia. Y 
utilizó, en ocasiones, el concepto hembra para referirse a las 
mujeres, lo que, ciertamente, no es demasiado extraño desde la 
perspectiva de su incorporación, de esa forma, a la legislación 
civil durante mucho tiempo y si se tiene en cuenta que el término 
se sigue utilizando en algunas resoluciones judiciales en el siglo 
XXI.


Pero la autora rebatió con firmeza, no con la pretensión de 
convencer al lector sino de hacerle dudar mínimamente, ideas 
ancladas en la sociedad de su tiempo, en las costumbres y en 
las leyes del siglo XIX, con la intención de desvanecer los errores 
existentes al respecto, cuestionó que el Derecho Civil tratase 
desigualmente a mujeres y hombres –lo que se llama justicia no 
lo es-, combatió razonadamente la supuesta inferioridad 
intelectual de las mujeres, que autores de la época vinculaban, 
sin rubor, con la fisiología del cerebro, por lo que aquélla tendría 
carácter orgánico, exponiendo que la inferioridad solo nacía de la 
educación -diferente o inexistente- recibida y que ello tenía 
consecuencias no solo para las mujeres sino para los hombres y 
la propia sociedad, y reclamó la incorporación de las mujeres a 
las profesiones y oficios, condenando que, como única salida, se 
les ofreciese el matrimonio prematuro o hijo del miserable cálculo 
y triste necesidad, o la prostitución, la venta por algunos reales a 
un hombre repugnante del derecho de transmitirle una 
enfermedad asquerosa. Enfrentó asimismo las ideas establecidas 
sobre la mujer soltera, disociando la maternidad de la identidad 
de las mujeres y combatiendo la exclusiva valoración de las 
mujeres por su capacidad reproductiva, afirmando que podían 
consagrar su existencia al bien de la sociedad y de las que, 
decía, no se valoraba su contribución a las tareas de cuidado a 

Cuestionó que el 
Derecho Civil tratase 
desigualmente a 
mujeres y hombres –lo 
que se llama justicia 
no lo es-, combatió 
razonadamente la 
supuesta inferioridad 
intelectual de las 
mujeres.

BO
LE

TI
N

IN
FO

RM
AT

IV
O

   
  F

EB
RE

RO
 2

02
0



24

terceros inherentes a las características 
propias de su sexo.


Es cierto que la igual instrucción que 
reclamó para mujeres y hombres lo era no 
para suplantar el lugar, en la sociedad y 
en la familia, que la naturaleza ha 
otorgado al hombre sino para permitir, 
frente a la prohibición generalizada de 
acceso a la mayoría de las profesiones u 
oficios lucrativos, el desempeño de las 
profesiones en iguales condiciones que 
los hombres y el desarrollo de sus 
inquietudes culturales, para evitar que se 
dedicaran exclusivamente a las funciones 
de madre y ama de casa y para contribuir, 
al estar mejor instruidas, a elevar, a través 
de la educación de sus hijos, la condición 
moral de la sociedad. También para 
permitir una mejor atención de las 
funciones de cuidado familiar, dadas las 
diferencias de carácter de mujeres y 
hombres, expresamente a través de la 
retribución correspondiente. Y que, tras 
reclamar igualmente la incorporación de 
las mujeres al ejercicio de diferentes 
funciones, como la del sacerdocio –ya 
que la mujer ha podido ser madre de  
Dios o venerada como mártir en los 
altares- o profesiones –si puede ser reina 
o Jefe de Estado o tabaquera podrá 
desempeñar los puestos intermedios-, lo 
hizo con exclusiones hoy reveladoras, 
como la función militar o la judicial, que 
repugnan a su natural dulzura o a su 
natural benigno y, esta última, para no 
provocar una lucha continua entre su 
deber y su corazón, en posición que 
modularía, no obstante, en nota a pie de 
página, al momento de la publicación de 
la obra, años más tarde, al manifestar 
haberse dejado llevar más del sentimiento 

que consultado a la fría razón y haber 
escrito para la España de hoy. Y que la 
exclusión del principio general de acceso 
a todas las funciones también lo fue para 
empleos que requiriesen el ejercicio de 
autoridad o la propia actividad política, 
campo de confusión, de mentira y 
muchas veces de iniquidad, además de 
poder resultar la familia dispersa y los 
huérfanos sin amparo.  

También es cierto que la definición que 
hizo de la mujer del provenir -dulce, casta, 
grave, instruida, modesta, paciente y 
amorosa-, en tales términos, sin que tales 
atributos se pretendieran para el hombre, 
no se sostiene a la luz del siglo XXI y que 
algunas de sus ideas –como la exclusión 
de las mujeres de la función judicial- se 
enmarcan en el discurso sobre la 
excelencia de las mujeres que, junto con 
el de la supuesta inferioridad, mantuvo 
parte del estado de cosas. 


Pero no se puede desconocer ni dejar de 
agradecer la contribución de mujeres 
como Concepción Arenal –primera mujer 
que asistió a la Universidad Central de 
Madrid, en la Facultad de Derecho, como 
oyente y de forma irregular, a cuyas 
clases asistía disfrazada de varón, dado 
que solo a partir de 1888 se permitió la 
enseñanza reglada universitaria a las 
mujeres en España, subordinada, en cada 
caso, a la autorización de la Superioridad- 
a la lucha incansable a favor del respeto a 
la dignidad de las mujeres como seres 
humanos y contra el prejuicio y a la 
detección e identificación de errores que 
c o n s t r u y e r o n y m a n t u v i e r o n l a 
subordiscriminación sociocultural de las 
mujeres.
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Entrevista a 
Carmen Martínez 
Perza, 
nuestra 
coordinadora de 
ST Andalucía 
Occidental

Como coordinación de una Sección 
Territorial, ¿cuáles son los retos más 
importantes que abordáis en este 
momento? 
El principal reto es generar ilusión en las y 
los asociados, ilusión por un proyecto 
común con espacio para todas las 
personas de la judicatura que compartan 
nuestra visión de la Justicia y la sociedad, 
t r a b a j a n d o d e s d e l a c e r c a n í a , 
acompañándonos, y revitalizando los 
valores propios y únicos de esta 
asociación que son nuestro sostén. 
Estamos viv iendo unos años muy 
complicados, años de desazón para 
quienes tenemos el convencimiento de 
que la Justicia debe ir de la mano de los 
principios básicos de la democracia 
moderna y para quienes no queremos una 
judicatura uniforme, estandarte del 
pensamiento único, sino diversa como lo 
es la propia sociedad. Creemos que JJPD 
está llamada a defender con firmeza los 
valores democráticos, permaneciendo al 
margen de los intereses de los grupos 
políticos de turno, lo que no está reñido 
con el uso de estrategias propositivas de 
mejora de la Justicia e incluso de denuncia 
cuando las situaciones lo requieran.


Otros grandes retos son poner en valor el 
gran acervo de conocimiento y experiencia 

que tenemos y fortalecer la cohesión, 
buscando espacios comunes donde 
compartir ideas y saberes.


¿Cómo creéis que os ha influido, tanto a 
nivel personal, como profesional, la 
pertenencia a JJpD? 
La tarea judicial, a menudo, es una labor 
que realizamos desde la soledad más 
absoluta. Poder compartir nuestras 
inquietudes profesionales con otros 
compañeros y compañeras que hablan 
nuestro mismo idioma es como un regalo. 
Por otro lado, no es lo mismo estar todo el 
día celebrando juicios y poniendo 
sentencias sin más, que sentir que, 
además de eso, cuentas con una 
asociación que puede ofrecerte amparo en 
el momento que lo necesites. Además, en 
esta asociación hay juristas de una calidad 
técnica del más alto nivel, personas que 
son ejemplo de profesionalidad y de 
entrega, algunas más anónimas que otras 
si bien todas valiosísimas, y compartir este 
espacio de trabajo colectivo con todas 
ellas nos llena de energía, de tranquilidad y 
de orgullo.


Tenemos un problema derivado de la 
ausencia de nuevas afiliaciones, sobre 
todo entre la gente de las nuevas 
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promociones. ¿Cómo pensáis que se 
podría mejorar en ese sentido? 
Sin olvidar los objetivos fundacionales de 
JJPD que dan sent ido a nuestra 
existencia, hemos de ser capaces de 
adaptarnos a los tiempos y a las 
necesidades que plantean las nuevas 
promociones. La asociación nació en un 
momento muy concreto de nuestra 
historia reciente y las personas que la 
impulsaron tenían muy presente que era 
prior i tar ia la construcción de una 
democracia verdadera, siendo la Justicia 
una pieza fundamental para mantener los 
necesarios equilibrios tal y como lo era en 
el resto de Estados democráticos 
cercanos, geográfica y culturalmente, en 
cuyo espejo se miraban. La Justicia, 
he rede ra de l a d i c tadu ra , deb ía 
transformarse, estaba en ebullición. Ahora 
la realidad es otra y los retos que plantea 
la Justicia también son diversos. Las 
personas de las recientes promociones 
han nacido en la democracia, en una 
sociedad profundamente individualista en 
la que no es tan común formar parte de 
colectivos de personas comprometidas 
por la defensa de los grandes principios 
democrá t icos . Sus p r io r idades e 
inquietudes necesariamente son distintas 
a las de entonces pero, como en aquella 
época, necesitan sentirse bajo un 
paraguas de protección. Abrir los ojos y 
los oídos a la gente joven y a sus 
demandas para poder o f rece r les 
respuestas más ajustadas, junto a una 
labor pedagógica, planificada y eficaz, son 
pasos obligados si queremos favorecer un 
progresivo relevo generacional. 


Una clave importante para aumentar y 
mantener las afiliciaciones es el contacto 
humano. Necesitamos vernos, hablarnos, 
escucharnos e, incluso, reír juntos y 
juntas. Hemos de acercarnos a las 
generaciones más jóvenes y tomar más en 
serio la importancia que tienen “los 
maestros” para quienes comienzan su 
andadura judicial.  A hilo de esta reflexión, 
JJPD debe promover entre sus afiliados 

que se ofrezcan como preparadores y 
debe seguir proponiendo a los distintos 
gobiernos la creación de becas para 
preparar oposiciones y garantizar que las 
personas con recursos económicos 
limitados también pueden acceder a la 
carrera judicial. Ello, además de resultar 
más acorde con el principio constitucional 
de igualdad del art. 9.3 CE y con el 
correspondiente mandato a los poderes 
púb l icos para que remuevan los 
obstáculos necesarios para conseguir que 
la igualdad sea real y efectiva, facilitaría la 
diversidad de perfiles y evitaría que sólo 
personas de determinado nivel económico 
puedan acceder a la carrera judicial.


¿Cómo crees que podría mejorarse la 
imagen de la justicia? 
La imagen de la Justicia podría mejorarse 
ofreciendo información veraz de los 
asuntos jud ic ia les de actua l idad, 
dignificando la labor que se realiza desde 
los órganos judiciales. A veces parece 
existir un divorcio entre el mundo judicial y 
la sociedad que no beneficia nuestra 
imagen sino que, por el contrario, favorece 
ideas como que la Justicia es ciega o que 
está subida en su estrado alejada del 
pueblo. Hemos de promover que la 
ciudadanía tome conciencia de lo que es 
impartir Justicia, aumentar su cultura 
ju r i sd icc iona l y en tender la como 
responsabilidad de toda la sociedad y 
como servic io públ ico. Para el lo, 
respetando siempre los derechos de los 
justiciables del caso concreto, hemos de 
salir de nuestra cueva del misterio, hablar, 
explicar y hacernos entender; hemos de 
abrirnos más, siempre que sea posible, y 
enseñar a los niños y niñas qué se hace a 
diario en nuestros tribunales.


Por supuesto, en relación a la crisis o no 
de la separación de poderes, el tema de la 
elección de componentes del CGPJ y de 
altos cargos judiciales, así como la 
vinculación de miembros de la carrera 
judicial con partidos políticos, no ayuda a 
mejorar la imagen de la Justicia.


BO
LE

TI
N

IN
FO

RM
AT

IV
O

   
  F

EB
RE

RO
 2

02
0



27

Helena Amorós García 
Magistrada y Coordinadora de la sección 
territorial valenciana de JJpD

A las 19 h del día 5 de febrero de 2020, en 
el Aula Magna del Espai Cultural “La Nau”, 
de la Universitat de València, arrancaba la 
M e s a r e d o n d a “ I g u a l d a d y 
discriminación de las mujeres. La 
perspectiva de género en el ámbito 
judicial”.  

Actuaron como ponentes Joaquim Bosch, 
Magistrado del Juzgado de Primera 
Instancia e Instrucción nº 1 de Moncada, 
Ana Pérez Tórtola, Magistrada de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del TSJ 
de Valencia, José Manuel Ortega, 
Magistrado de la Sección 2ª Audiencia 
Provincial de Valencia, y Ana Mejías, 
Abogada Laboralista. Como moderadora, y 
controlando escrupulosamente el tiempo, 
intervino Begoña García, Magistrada de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
TSJ de la Comunidad Valenciana. 
Al acto asist ieron Margarita Soler, 
Presidenta del Consell Jurídic Consultiu de 
la Comunitat Valenciana, y María Such, 
Directora General del Institut Valencià de 
les Dones, así como representantes de la 

UPF, del SISEJ, y del área de igualdad de 
UGT, CCOO e Intersindical Valenciana.  

En un Aula Magna a rebosar y con un 
p ú b l i c o d e t o d a s l a s e d a d e s y 
mayoritariamente femenino, abrió la 
intervención Joaquim Bosch, que efectuó 
una aprox imac ión a la expres ión 
perspectiva de género, partiendo de la 
d i s t i n c i ó n e n t r e l o s c o n c e p t o s 
“sexo” (biológico) y “género” (actitudes y 
roles asignados a las personas en función 
de su sexo y que varían en función del 
contexto histórico cultural) y criticó las 
expresiones “ideología de género” o 
“dictadura de género”, usadas por sectores 
políticos de la derecha, que pretenden 
denostar el principio de igualdad entre 
hombres y mujeres. 

Con una exposición clara, didáctica y 
amena, indicó Joaquim que la perspectiva 
de género constituye un mandato jurídico 
que emana de nuestra Constitución (p.ej. 
a r t s . 14 y 9 -2 ) , de l os Tra tados 
Internacionales (p.ej . Convenio de 

La “perspectiva 
de género” como 
mandato jurídico: 
¿juzgamos con 
gafas violeta? 
Acto sobre perspectiva de género 
en el ámbito judicial organizado por  
la sección valenciana de Juezas y 
jueces para la Democracia
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Estambul) y que se refleja también en leyes 
como la LO 3/2007, de 22 de marzo, para 
la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 
Explicó que, en el ámbito judicial, actuar 
con perspectiva de género implica tomar 
consciencia de situaciones y actitudes 
d iscr iminator ias , de los pre ju ic ios 
existentes, para así poder combatirlos y 
poder luchar contra la discriminación de las 
mujeres.  

Tras ello, Joaquim citó algunas sentencias 
recaídas en el ámbito civil, en el que él se 
centró, en las que se ha aplicado esa 
perspectiva de género, resoluciones cuyo 
número consideró insignificante, y puso de 
relieve la necesidad de una mayor 
formación en la judicatura en materia de 
perspectiva de género. 

A continuación intervino José Manuel 
Ortega, que nos habló sobre la perspectiva 
de género en la jurisdicción penal, y trató 
de responder a la cuestión de ¿qué 
podemos hacer para que la judicatura no 
sea una herramienta de consolidación del 
patriarcado? Puso de relieve José Manuel 
la falta de consciencia respecto de 
determinados sesgos y pre ju ic ios, 
consecuencia de la educación machista 
recibida, y la necesidad, para luchar contra 
aquéllos, de ponerse unas gafas violeta 
para ver la realidad con esa perspectiva de 
género y dar, así, p.ej., un tratamiento 
adecuado a la víctima, sin que eso implique 
en modo alguno eclipsar el principio de 
presunción de inocencia.  
Explicó José Manuel, de manera brillante, 
cómo muchas veces esos prejuicios llevan 
a interpretar que la tardanza en denunciar 
por parte de una mujer significa que está 
faltando a la verdad, cuando, con unas 
gafas violeta, podría empatizarse con esa 
víctima y entender que la causa de la 
tardanza en denunciar puede haber sido 
p.ej. el miedo. En otras ocasiones, las 
distintas versiones que se ofrecen a lo largo 

del proceso por las víctimas no obedecen 
tampoco a una mentira, sino a una falta de 
consciencia, en un primer momento, del 
problema o al sentimiento de culpa que 
subyace.  
Citó otros ejemplos relacionados con la 
trata de seres humanos y criticó José 
Manuel, con ese lenguaje exquisito que le 
caracteriza, que la aplicación estricta, ciega 
y fría de la norma lleva en ocasiones a 
situaciones injustas, por lo que se preguntó 
si acaso no habría que aplicar esas gafas 
violeta también al ámbito de las normas 
como forma de equilibrar la balanza de la 
justicia. 

Seguidamente, Ana Pérez Tórtola, 
partiendo de nuevo de considerar la 
perspec t i va de género como 
mandato jurídico, abordó la aplicación 
de la misma en el ámbito contencioso-
administrativo. Opinó Ana que, en este 
ámbito, sí es considerable el número de 
sentencias del Tribunal Supremo que van 
aplicando el principio de igualdad en la 
resolución de múltiples situaciones, sobre 
todo las relativas al acceso al empleo 
público y a los órganos de poder. Se 
citaron, a título de ejemplo, entre otras, la 
St TC 1033/2016, que obligó al CGPJ a 
motivar por qué había nombrado a un 
hombre y no a una mujer para cierto puesto 
cuando los méritos eran sustancialmente 
los mismos; o la reciente St TS de 
14/01/2020, que considera que el tiempo de 
duración de la “baja” por maternidad debe 
ser considerado como de servicios 
efectivos. 

Ana, a lo largo de su rigurosa y clara 
exposición, se mostró optimista, al 
considerar que cada vez son más las 
resoluciones de los Tribunales en las que 
se resuelve con perspectiva de género y 
destacó, como dato indicativo de ese 
positivo cambio de tendencia, la aprobación 
por parte del CGPJ del IIº Plan de Igualdad 
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de la Car re ra jud ic ia l . Cons ide ró 
conveniente, no obstante, que, a la hora de 
redactar las disposiciones normativas, se 
elaboraran informes sobre “impacto de 
género”. 

Finalmente, Ana Mejías reiteró, de un lado, 
cómo la perspectiva de género constituye 
un mandato jurídico, citando al efecto el art. 
4 de la LO 3/2007, que obliga al órgano 
judicial a juzgar con perspectiva de género, 
y analizó, de otro lado, a través de ejemplos 
concretos, su aplicación en la jurisdicción 
social. Así, la STC 91/2019 (en relación con 
la St TJUE de 08/05/2019), sobre el cálculo 
de la pensión de jubilación de los 
trabajadores que han prestado sus 
servicios a tiempo parcial en jornadas 
inferiores a los 2/3, partiendo de que la 
mayor parte de esas jornadas parciales son 
desempeñadas por mujeres.  

Se citó también, la St de 05/02/2019, del 
TSJ del País Vasco, que consideró nulo el 
despido de una trabajadora a escasos días 
de incorporarse de la baja de maternidad, y 
ello por entender que la causa de despido 
alegada por la empresa, la disminución del 
r e n d i m i e n t o , n o h a b í a q u e d a d o 
suficientemente probada. Al resolver el 
Tribunal con perspectiva de género, aplicó 
una suerte de inversión de la carga de la 
prueba y exigió al empresario probar 
cumplidamente la causa de despido 
esgrimida, pues, según el Tribunal, en caso 
contrario, deberá presumirse que la causa 
del despido ha sido el embarazo de la 
trabajadora.  

Ana Mejías, en una exposición didáctica y 
cercana, pero más pesimista, criticó a los 
Tribunales por no aplicar en más supuestos 
la perspectiva de género y, en general, 
criticó a los operadores jurídicos por no 
exigir su aplicación. 

Tras las cuatro microponencias, de unos 
diez minutos de duración cada una, se 
inició un vivo debate entre la Mesa y un 
público entregado en el que intervinieron en 
primer lugar, con preguntas y aportaciones 
diversas, las representantes de los 
co lec t ivos y ent idades as is tentes, 
mencionadas al inicio. Tras ello, se 
suscitaron varias cuestiones; entre ellas, se 
hizo referencia a la famosa St. de “La 
manada” y Joaquim indicó cómo ésta 
evidenció una ruptura entre un gran sector 
de la judicatura y la sociedad y cómo 
finalmente el TS acabó dictando una 
resolución que coincidió con la percepción 
social de lo ocurrido. Se mencionaron 
también las redes sociales, como Twitter, 
en las que intervenciones de algunos/as 
magistrados/as evidencian cómo una parte 
importante de la judicatura es reacia a 
aplicar la perspectiva de género, lo que es 
reflejo de una carrera judicial claramente 
conservadora y renuente a los cambios 
sociales. 

Se concluyó, así, en la necesidad de una 
mayor formación en perspectiva de género 
como herramienta transformadora de 
mentalidades y necesaria para combatir las 
situaciones de desigualdad estructural 
derivadas de estereotipos, sesgos y 
prejuicios inherentes al patriarcado. 

A las 21 h se dio por finalizado el acto. El 
público aplaudió con entusiasmo la 
magnífica intervención de los ponentes y 
agradeció que cada vez seamos más los 
jueces y juezas que, al desempeñar nuestra 
labor, nos pongamos las gafas violeta.
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Ciclo “Cine y Justicia” 
EL CEBO 
Javier Carazo Rubio 
Magistrado

JJpD, junto con la Academia del Cine, 
organiza por segunda vez una actividad en 
el ciclo Cine y Justicia, ciclo que comenzó 
en el mes de noviembre con la proyección 
de El crimen de Cuenca y del documental 
El regreso de el Cepa, que aborda todas 
las vicisitudes de la gestación y secuestro 
de la película, y que contó, entro otros 
invitados, con la presencia de Ana Ferrer. 
Con la proyección de El cebo, (Ladislao 
Vajda, 1958),  se elige por primera vez la 
temát ica de manera l ib re por l a 
Asociación, puesto que la anterior sesión 
venía impuesta por el estreno del 
documental.


Se eligió una película que permitiera 
establecer un coloquio sobre aspectos 
relacionados con la justicia (siempre 

primando la calidad cinematográfica),  
aprovechando las facilidades de la 
Academia para acceder a una cinta 
sorprendentemente menos conocida para 
el público.


El Cebo permite abordar cuestiones como 
inves t igac ión c r im ina l o e l perfi l 
ps icológico y ps iquiát r ico de los 
personajes, además de aspectos más 
cinematográficos. Sobre dichos extremos 
se debatió tras la proyección con Lorenzo 
Silva, escritor, y con Fernando Lara, 
periodista cinematográfico. Con la 
moderación de Marta Tarín, por parte de 
la Academia, en el debate participó el 
miembro de la asociación Javier Carazo, 
Magistrado de lo social en Madrid, y 
organizador del ciclo. Se contaba con la 

Cineforum Juezas y Jueces para la Democracia y la Academia del Cine
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presencia de una médico forense, que finalmente no 
pudo asistir.


La sesión fue un éxito, con lleno tanto para el 
visionado como para el debate posterior. Lorenzo 
Silva, en su doble faceta novelista y guionista (La 
flaqueza del bolchevique, El alquimista impaciente), 
aportó su análisis psicológico de los personajes y de 
la construcción del guión, en tanto que Fernando 
Lara (ex director de la SEMINCI y del ICAA) aportó 
todo tipo de detalles sobre la producción y estilo de 
la película.


El cebo, es una coproducción hispano-germano-
suiza, dirigida por Ladislao Vajda, director de origen 
húngaro afincado en España, donde también dirigió 
la archiconocida Marcelino pan y vino. Tras el éxito 
de esta última en Europa, la idea arranca de una 
productora Suiza, participando la española 
Chamartín con el 30% del presupuesto. Del lado 
español, además del nacionalizado Vajda, participan 
la actriz principal, María Rosa Salgado, y Enrique 
Guerner, director de fotografía. 


El guión es del propio Vajda y de Friedrich 
Dürrenmatt, dramaturgo suizo, que luego convertiría 
el guión en novela (La promesa, 1958). El resto del 
reparto es alemán y suizo, con Heinz Ruhmann en el 
papel principal y Michel Simon en el de falso 
buhonero. La historia, que orbita en torno a un 
asesino de niñas, se completa con Gert Frobe, que 
posteriormente alcanzaría la fama al encarnar a 
Goldfinger, en la saga de james Bond.


El tercio inicial de la película aborda la cuestión del 
falso culpable, y en el debate se trazaron 
paralelismos con M, el vampiro de Düsseldorf (Frizt 
Lang, 1931) y con La cinta blanca (Michael Haneke, 
2009).   La película continúa con la investigación 
Criminal, que avanza como un auténtico reloj suizo, 
y afronta la cuestión relativa a la inacción del Estado 
y su la preocupación por las estadísticas. 
Finalmente, un policía a título particular se hace 
cargo de la investigación, transitando hacia el núcleo 
de la película, la utilización de una niña como cebo 
para el asesino. 
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En ese punto se generó un encendido 
debate que orb i tó en to rno a la 
reprobación de tal comportamiento, 
refiriéndose Lorenzo Silva a la máxima 
kantiana de que el ser humano no puede 
ser tratado como un fin, y generando 
dudas sobre si la película presenta 
realmente un final feliz.  Sin ánimo de 
desvelar aspectos más relevantes de la 
trama, cabe destacar la ambigüedad moral 
de la misma. Quedan reflejadas también la 
propia naturaleza del mal inherente a este 
tipo de delitos, al igual que las cuestiones 
psiquiátricas forenses. Como se ha 
adelantado, el guion de la película fue la 
primera aproximación a la cuestión, 
realizándose una posterior novela en la 
que se basa la versión americana, El 
juramento (2001), dirigida por Sean Penn e 
interpretada por Jack Nicholson y Robin 
Right Penn, película mucho menos 

indulgente con el protagonista principal y 
cuyo v is ionado s i rve de per fecto 
complemento para El cebo. 


Se cerró la noche con una activa 
participación del público, que formuló 
preguntas que permitieron abordar 
cuestiones como la censura, el paralelismo 
con otras películas, como La noche del 
cazador, (Charles Laughton, 1951), y 
aspectos psiquiátricos.  


“En historias como esta es donde se ve el 
rostro del mal y el mal que provocan los 
seres humanos; eso sí que me aterroriza 
porque es un horror que sucede a diario”, 
concluyó Silva en este encuentro que 
abrió el ciclo, ya en espera de una nueva 
colaboración entre la Fundación Academia 
de Cine con JJpD.
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Desde Andalucía Occidental hemos 
organizado un ciclo de cine jurídico en la 
ciudad de Sevilla. El proyecto nació tras 
una primera toma de contacto con el 
Colegio de Abogados de Sevi l la , 
constituyéndose una comisión formada 
por la abogada Carmen Segovia Cádiz, el 
abogado José Manuel Valdayo, el 
catedrático de Derecho Administrativo de 
la Universidad Pablo de Olavide, Luis 
Arroyo Yanes y Marta Altea Díaz Galindo, 
Magistrada y una de las coordinadoras de 
la Sección Territorial. En la Comisión se 
propusieron varios títulos para proyectar 
en el ciclo de cine, y finalmente fueron 
escogidas, por temática y presupuesto, 
tres películas muy diferentes, que 
propiciaron un debate muy fructífero.

El ciclo ha tenido lugar en el mes de 
febrero, en los cines Odeón, ofreciendo un 
prec io asequib le a estudiantes y 
profesionales del Derecho, al haber 
sufragado el Colegio de Abogados 
íntegramente los derechos de autor para 
la proyección de los largometrajes.

El primer día, 6 de febrero, se proyectó la 
p e l í c u l a “ A n a t o m í a d e u n 
asesinato” (1959) de Otto Preminger, obra 
m a e s t r a d e l g é n e r o d e j u i c i o s , 
protagonizada por Lee Remick y James 
Stewart. La magnífica presentación corrió 
a cargo de José Manuel Valdayo y Luis 
Arroyo, que hicieron una introducción 
técnica, planteándonos interesantes 
cuestiones previas al visionado, como el 
r o l deon to lóg i co de l Le t rado , l a 
conducción de los interrogatorios, y el 
tratamiento de la Justicia en la película. La 
extensión de la película, de más de dos 
horas y media, limitó el debate posterior, 
aunque fue un verdadero privilegio poder 
revisitar esta joya cinematográfica, que 
por primera vez se proyectaba en Sevilla 
en la gran pantalla.

El segundo jueves, 13 de febrero, se 
proyectó la película francesa “Custodia 
Compartida” (2017) de Xavier Legrand, 
protagonizada por Léa Drucker, Denis 
M é n o c h e t y T h o m a s G i o r i a . L a 
presentación corrió a cargo de la 

Ciclo de cine 
jurídico 

organizado 
por la 

Sección 
Territorial de 

Andalucía 
Occidental

Marta Pizarro Mayo
Marta Altea Diaz Galindo

Magistradas
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Magistrada Marta Pizarro Mayo, la Fiscal 
Susana Hernando Ramos, y de la 
Magistrada Marta Altea Díaz Galindo. El 
largometraje es un thriller escalofriante, 
que tiene como cuestión de fondo la 
violencia de género. Para preparar la 
presentación, indagamos sobre la 
trayectoria del director y de los actores y 
actrices, descubriendo que Legrand había 
realizado el cortometraje “Antes de 
perderlo todo”, que fue nominado a los 
premios Oscar en 2013, en el que ya se 
presenta con dureza el drama que vive la 
familia Besson, protagonista también del 
largometraje. El mismo director tenía como 
proyecto realizar tres cortometrajes sobre 
violencia de género, llegando a realizar el 
primero, en el que puede verse a la madre, 
junto a sus hijos, portando una pequeña 
bolsa con ropa, acudiendo al trabajo para 
negociar su salida y poder huir a otra 
c iudad. Con este estremecedor y 
escalofriante planteamiento, muy realista, 
Legrand se lanzó directamente al mundo 
del largometraje, dirigiendo la película 
“Custodia Compartida”, que, sigue el hilo 
conductor del cortometraje, y nos sitúa 
ante la vida de la protagonista y de sus 
hijos durante el proceso de divorcio, y tras 
el dictado de la sentencia. La película, 
realizada con una maestría sorprendente 
en una ópera prima, muestra escenas 
propias de una película de terror, como la 
fiesta de cumpleaños en la que sin apenas 
diálogos, con sólo gestos, música, miradas 
de los invitados y protagonista puede 
intuirse la tensión dentro y fuera del baile. 
Magnifica y sobrecogedora es la escena 
de la bañera, que recuerda a la inolvidable 
película “The Guilty”. El director domina a 
la perfección los primeros planos, 
reflejando un realismo absoluto, donde 

puede intuirse el miedo y el ambiente de 
violencia, sin utilizar ninguna imagen 
explicita.

Con la emoción de encontrar una sala con 
el aforo casi al completo, visionamos la 
pe l ícu la , y t ras su sobrecogedor 
desenlace, que dejó al auditorio clavado 
en su butaca, se abrió un debate intenso y 
fructífero. Las ponentes lanzaron varias 
cuestiones al público, y se discutió 
ampliamente sobre la pertinencia de 
mantener el derecho de vistas a un padre 
maltratador, haciéndose hincapié en que 
tradicionalmente ha prevalecido el derecho 
de un padre a ver a su hijo o hija, en aras 
a favorecer dicha relación, sin ponderar 
siquiera la voluntad del niño o niña o si 
cumple con la obligación de abonar 
alimentos. Se destacó que actualmente 
puede advertirse en las resoluciones 
judiciales, que se considera la voluntad de 
los niños y niñas, se les escucha, se les 
da su espacio y se les concede voz. A tal 
efecto, se mencionó la STEDH de 11 de 
octubre de 2016 (Asunto Ig lesias 
Casarrubios y Cantalapiedra Iglesias 
contra España), la STS de 25 de octubre 
de 2017 o la STS de 9 de mayo de 2019. 
Se analizó también la relación de la 
temática de la película con el caso de 
Ángela González contra España, que 
derivó en la Recomendación de la CEDAW 
de 15 de agosto de 2014 y la reciente 
sentencia del Tribunal Supremo de 17 de 
julio de 2018.

El debate fue muy activo, con la 
intervención también de trabajadoras 
sociales, psicólogas, intérpretes jurídicos y 
e s t u d i a n t e s . A n o s o t r a s , c o m o 
Magistradas, se nos planteó el rol 
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fundamental que desempeñamos a la hora de escuchar a los niños y niñas, siendo 
necesaria una preparación sobre escucha, para darles voz y poder realizar una 
valoración adecuada. Se planteó la falta de recursos del sistema actual, en el que se 
puede otorgar una orden de protección, con régimen de visitas, a favor del padre, sin una 
adecuada valoración de riesgo, al no contar con especialistas adscritos al Juzgado de 
guardia tales como Equipo de Tratamiento Familiar, Equipo Sicosocial, Psicólogos/as, 
Trabajadores/as sociales, y un sinfín de profesionales que no intervienen en el momento 
inicial del proceso de separación de la victima y sus hijos.

El debate nos permitió además plantear la fina línea divisoria en la competencia entre los 
juzgados de familia y los juzgados de violencia contra la mujer, en casos en que puede 
haber violencia sin necesidad de denuncia, o incluso en los que constando denuncia, 
ésta se ha archivado, lo que no implica que no exista un ambiente de violencia con sus 
fatales consecuencias.

Incidimos además en el papel transformador de la educación, como medio esencial para 
luchar contra la violencia machista, superando estereotipos del sistema patriarcal que 
nos rodea, recordando las propias palabras del Director de la película en una reciente 
entrevista:  “Educar en valores como el respeto y la igualdad a una edad muy temprana 
es el futuro de nuestra sociedad. Sólo así, podremos derribar la familia patriarcal.” En 
definitiva, “Custodia compartida” se reveló como un largometraje que plantea al 
espectador/a una profunda reflexión, y que cuestiona el sistema judicial francés y de los 
países de nuestro entorno.

El último día del ciclo de cine jurídico, el 21 de febrero, se proyectó el peliculón 
“Senderos de Gloria”, de Stanley Kubrick. Ha sido un privilegio y un lujo poder verla en 
pantalla grande, sentada en una butaca, con el ambiente de la sala. La presentaron la 

letrada Carmen Segovia Cádiz, el profesor Luis Arroyo y el abogado y 
escritor Emilio González Romero, gran experto en la materia y autor 
de varios libros, entre ellos “La primera Guerra Mundial en el cine”. 
Hubo bastante afluencia de público, más diverso que en las dos 
sesiones anteriores, muchos estudiantes, gente de todas las edades, 
horrorizados con la arbitrariedad del ser humano y esperanzados con 
la humanidad con la escena final en la que interviene la única mujer 
de la película. Como no podía ser de otro modo, la proyección fue 
también un homenaje al irrepetible Kirk Douglas, recientemente 
fallecido.

Como puede revelarse del entusiasmo de esta crónica, el ciclo de 
cine jurídico ha sido una experiencia muy gratificante, y 
enriquecedora, que nos ha regalado el privilegio de disfrutar en la 
gran pantalla de magníficas películas, y asistir a intensos y fructíferos 
coloquios jurídico-cinematográficos. Estos espacios permiten 
relacionar la judicatura con otros gremios dispares, pero cercanos en 
lo humano y en lo social. Esperamos y deseamos que este ciclo de 
cine jurídico sea el punto de partida para otras futuras ediciones.
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	La prueba de indicios en la Sala Segunda
	(Acotaciones a una «Nota informativa»)
	Perfecto Andrés Ibáñez
	Magistrado emérito del Tribunal Supremo
	La Sala Segunda del Tribunal Supremo ha dictado la sentencia nº 532/2019, de 4 de noviembre (ponencia de Magro Servet), que —por lo que consta en el resumen de su contenido que la precede— trata, en particular, de los «principios o reglas a tener en cuenta para valorar la potencialidad de los indicios concurrentes con categoría para enervar la presunción de inocencia». Y tan convencido está el ponente de que es así y de la relevancia teórico-práctica de sus aportaciones, que él mismo (el estilo es inequívoco) ha elaborado y publicitado ampliamente una «Nota informativa» con pretensiones de circular, al frente de la que se lee: «El Tribunal Supremo fija 20 criterios orientativos para valorar la suficiencia de la prueba indiciaria en los casos en los que no existe prueba directa».
	Semejante modo de operar, que no es el habitual, sugiere que, no sé si la sala pero, desde luego, el redactor de la resolución ha entendido que esta tiene un carácter realmente ejemplar, al extremo de considerar pertinente esa especie de autopropuesta, difundida urbi et orbe como modelo a seguir en el tratamiento de la prueba indiciaria, que es la «Nota informativa».
	Pero, lamentablemente, nada más lejos de la realidad, pues los 20 párrafos en los que se articula ese texto forman un verdadero galimatías que, si algo ofrece, es la reiteración desordenada y confusa de ciertos tópicos inconsistentes en materia probatoria, incomprensible instalados en la jurisprudencia, y una llamativa confusión de conceptos. Veámoslo.
	En el punto de arranque del discurso se sitúa una afirmación: «para enervar la presunción de inocencia debemos contar con indicios probados». Un aserto que, formulado en esos términos dice muy poco. Dado el tipo de prueba de que se trata, es claro, deberán concurrir datos o elementos potencialmente indicadores de partida suficientemente acreditados; pero como presupuesto o punto de arranque de un curso argumental de cierta complejidad, imprescindible para llegar a una conclusión probatoria. Y no está dicho que, un indicio «probado» y consistente, no pueda dar lugar a un razonamiento inferencial inadecuado, que lleve a un mal resultado de prueba.
	El aserto que se comenta parece sugerir que el indicio no es una prueba, cuando ocurre que la cosa, acción o manifestación de la que el juez o tribunal pudiera extraer conclusiones atinentes al thema probandum, aunque precisen haber sido previamente acreditadas, ciertamente, tienen ese carácter. En efecto, ya que, si el indicio no fuera una prueba, esto es, un dato o elemento susceptible de operar como premisa probatoria de una decisión, no podría ser valorado. Y la condición de prueba precede al momento de la valoración. Por eso, en el ejercicio de esta, podría haber pruebas que prueben y otras que no lo hagan.
	En el texto figura una relación de los llamados «elementos de la prueba indiciaria». A saber: a) «una afirmación base o indicio […] el hecho»; b) «lo que se deduce [rectius: se infiere] de él»; y c) «un enlace lógico y racional» entre ambos, «que lleva a la condena por la suma de indicios plurales». Total: un hecho, una conclusión, que, impropiamente, parece presentarse como necesaria, cuando no hay tal, y una inespecífica mediación lógico-racional, de cuya naturaleza no se informa, y que, diríase, lleva aparejado, además, un cierto efecto multiplicador, visto el salto de la unidad a la pluralidad de indicios.
	En la nota se distingue dos tipos de prueba, «indiciaria y «directa». De esta se subraya: «es clara y diáfana, pero no lo son los indicios porque si lo fueran sería prueba directa y no indiciaria» (sic). Aparte el carácter tautológico o circular del argumento, que nada aporta, ocurre que tampoco puede ser menos afortunada tal caracterización de la llamada «prueba directa», que aquí parecería hablar por sí sola, acreditar como por autoevidencia. Según una rancia concepción (la de que en la prueba directa el juez percibe el hecho a probar) que, salvo alguna jurisprudencia, como es el caso, nadie sostiene. Cuando sucede que la más tópicamente «directa» por tradición, en esa misma jurisprudencia, la testifical, ya fue tenida como de difícil apreciación por el pensamiento jurídico ilustrado y, no se diga, hoy, en virtud de lo que se sabe —o debería saberse— merced a las aportaciones de la psicología del testimonio y de la memoria. De otra parte, la prueba indiciaria no es tal porque no sea «clara y diáfana», sino porque —con independencia de su calidad acreditativa— no representa, en el sentido de que no contiene la descripción del thema probandum, sino que informa de o sobre un hecho distinto, del que el principal y objeto de la imputación podría inducirse, a través de un razonamiento crítico, con un fundamento científico o de experiencia.
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	Por prueba directa, en una primera y clásica acepción, hoy descartada, se entendió la que podía suministrar el testigo presencial, dotada, en alguna sentencia de aquellas, de la extraña virtualidad de poner al juzgador en contacto, también directo, con los hechos. El absurdo no puede ser más patente, cuando lo cierto es que estos carecen de existencia actual y no pueden acceder al proceso, en el que se trabaja con enunciados lingüísticos. Hoy, con mucho mejor criterio, suele calificarse de directa a la prueba representativa o declarativa que versa sobre el contenido de la imputación, sobre la acción que se pretende penalmente relevante. Por lo demás, en aquel primer sentido, todas las pruebas serán indirectas, dado que no hay conocimiento de fuente probatoria que no sea inferencial, ni prueba de las llamadas directas (en el sentido de la «Nota») que no implique al menos dos inferencias. Así, en el caso de la afirmación del testigo, el juzgador, antes de valorar la calidad de su contenido informativo, tendrá que preguntarse si pudiera haber mentido o incurrido en error de alguna clase, es decir, si el testigo es veraz y si es veraz lo declarado. También podría tener que contarse con ciertos datos paralingüísticos que, constelando el discurso de aquel, sin atañer de un modo directo al tema probandum, pudieran estar dotados de un valor indicativo o sugestivo de alguna propiedad de lo declarado y/o de la actitud del declarante. Y para concluir razonadamente al respecto, cada uno de los factores objeto de consideración constituirá la premisa de una inferencia, el sentido de cuya conclusión contribuirá a la formación del juicio relativo a la credibilidad o falta de credibilidad del deponente. Por eso, la desconfianza frente a la prueba indiciaria, como dotada de menos calidad acreditativa, es pura y simplemente un prejuicio de vieja estirpe, con todo, hoy acríticamente asumido con cierta frecuencia.
	Más adelante se lee: «Los indicios se alimentan entre sí para configurar la condena». Un aserto equívoco, pues podría confundir acerca del carácter de la relación existente entre los indicios inculpatorios. ¿Se agregan, simplemente, cuando son varios? ¿O es que, además, los fuertes gozarían de la capacidad de contagiar su superior potencial probatorio a otros que, por sí mismos, carecerían de él o lo tendrían más bien escaso? Pero sucede que cada indicio, como tal, vale lo que vale por sí mismo, en su autonomía. Por eso, uno débil, no dejará de serlo por concurrir con otro de mayor vigor; que, en contra de lo que se dice en la «Nota informativa», en ningún caso podría alimentarle. Cada nexo inferencial mantiene siempre su propio caudal acreditativo, que será lo que aporte. O, lo que es lo mismo, los indicios como tales no cambian de valor por la asociación con otros. Es la calidad explicativa de la hipótesis relativa al tema probandum, la que puede intensificarse o decrecer en virtud de la relación sinérgica del conjunto de los que concurran.
	De los indicios, se dice en la «Nota», que deben estar «demostrados mediante prueba directa». Algo no del todo cierto, pues un indicio, si normalmente será de origen testifical, documental o pericial, también podría tener como fuente otro u otros indicios; y no resulta nada infrecuente que en el desarrollo de la actividad probatoria un indicio lleve a otro y haya que operar con inferencias de esta clase en cascada o cadena.
	Se habla luego del «razonamiento inductivo propio de la prueba de indicios»; de «inducción o inferencia» y de «inferencia presuntiva». Aunque, más adelante, el proceder se hará «deductivo». En definitiva: ¿Inducción o deducción? La «Nota informativa» no lo explica en absoluto. Y si hay algo claro es que, de nuevo, es confusión lo que siembra.
	Pues bien, si se incoa un proceso penal es por la noticia de la existencia de lo que podría ser el resultado de una acción criminal, a la que habría que remontarse, para tratar de identificarla, así como a su autor. Los datos disponibles en ese momento inicial, aparecen normalmente desordenados. Para operar con ellos de una forma eficaz habrá que organizarlos, y esto es algo que se hace en torno a una hipótesis preliminar, que será un primer intento de explicación de lo sucedido. En todo el curso procesal, la hipótesis constituye un elemento fundamental, ya que, sin ella, los datos eventualmente probatorios carecerían de significado. Esa hipótesis preliminar, de ser fructífera y contar con suficiente información probatoria de soporte, se mantendrá y enriquecerá con nuevos elementos. Esto permitirá formalizarla como acusación, y llevarla a juicio donde será debatida con las demás concurrentes, si las hubiere.
	El método es, pues, el hipotético-deductivo, que es el idóneo cuando se trata de saber de un hecho incierto. Por eso, lo que habitualmente se denota como «la prueba», es inducción (abducción) probatoria: la manera adecuada de proceder para obtener conocimiento empírico de calidad. La particularidad de este método es que permite llegar a conclusiones de mayor contenido de datos que el existente en las premisas. Pero se tratará de conocimiento probable, porque la conclusión no se sigue necesariamente de estas. Algo distinto de lo que permite el método deductivo: seguro en cuanto a la validez de la conclusión, pero que no aporta nada que no estuviera ya incluido en aquellas.
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	No es que el razonamiento deductivo no esté presente en el modus operandi del juez en el ámbito de la prueba. Pero esto solo ocurre en los pasajes intermedios. Por ejemplo, cuando, formulada una hipótesis, para evaluarla en su calidad explicativa, se deducen de ella los efectos que, de ser cierta, tendrían que registrarse en la realidad. Pero el razonamiento probatorio como tal, contemplado en su conjunto, tiene carácter inductivo, pues no hay ley alguna de forma universal que, como premisa mayor, le diga al juzgador, por ejemplo, que fue Fulano quien mató a Mengano.
	Por eso es grave que un texto como el que se examina, animado por la pretensión de orientar futuras prácticas judiciales, genere confusión en una cuestión de método tan relevante.
	En él se habla también de «indicios demostrados» y de «hechos demostrados». Sin tener en cuenta que a la demostración solo se llega por vía de razonamiento deductivo y en contextos formalizados, como el de las matemáticas, que es donde cabe alcanzar un conocimiento verdadero. Mientras que la inducción probatoria (la que hacen los jueces), ya se ha dicho, únicamente genera conocimiento probable. Así, no serviría para demostrar, sino, en todo caso, para comprobar la veracidad de cierros enunciados de contenido fáctico y, por esa vía, para confirmar, en su caso, una hipótesis acusatoria.
	Escribe el autor de la «Nota informativa» que «la condena no puede fundarse en la creencia del juez, el tribunal o el jurado», que, para decidir, deberán «estar convencidos». Aunque escribe también que estos «no puede[n] ni debe[n] fundamentar el fallo de la sentencia en su simple y puro convencimiento subjetivo». Para concluir afirmando que «cuando el juez “suma” los indicios en su proceso final tras el juicio se llega a hablar de una denominada “certeza subjetiva”, que lleva a la “convicción judicial”». Pues bien: ¿Cuál es la conclusión? ¿De qué clase la certeza? ¿Y la convicción? ¿Será, acaso, del género oracular: la que permite denotar como «clara y diáfana» para el juez a la llamada por el autor «prueba directa»? O, dicho de otro modo, y para que se entienda mejor: ¿quizá la fundada en esa «percepción sensorial condicionada a la inmediación» que —a tenor de una lamentable jurisprudencia consolidada— permitiría al juzgador prescindir de «una elaboración racional o argumentativa posterior»?
	Desde luego, el autor de la «Nota» no lo tiene claro, con lo que el «criterio orientativo» que habría de brotar de ella se traduce en pura y simple falta de criterio. De nuevo, en un contexto de patente confusión y completa ausencia de rigor conceptual en el planteamiento.
	La certeza apta para fundar una decisión condenatoria será inevitablemente subjetiva, en el sentido de que solo puede ser un sujeto quien la albergue, como conclusión de su trabajo con el material probatorio. Pero deberá tratarse de una certeza verbalizable, y susceptible de justificación, en cuanto intersubjetivamente valorable, en sí misma y en el procedimiento seguido para su adquisición, mediante la expresión de las premisas, de los criterios de inferencia y del modo como se haya procedido en su formación y en su tratamiento. Así, el resultado será una conclusión obtenida conforme a ciertas imprescindibles exigencias de método, cuya satisfacción encontrará expresión en la sentencia.
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	«Para que la tesis acusatoria pueda prosperar» —se lee en el último párrafo de la nota— «se le debe exigir una “probabilidad prevaleciente” con respecto a aquellas otras hipótesis explicativas de los mismos indicios». De nuevo una confusión lamentable, porque el de la «probabilidad prevaleciente o prevalente» es, sí, un tópico estándar de valoración de la prueba… pero —¡cuidado!— propio del proceso civil. Y, también, una incoherencia manifiesta, porque previamente se había afirmado que «para enervar la presunción de inocencia» no bastarían «meras probabilidades».
	En el proceso penal, para condenar, no es suficiente que la hipótesis acusatoria sea la más probable, sino que esta deberá resultar efectivamente probada, y probada con certeza práctica. Para que pueda concluirse en tal sentido, habrá de ser internamente coherente; estará soportada por una pluralidad de pruebas y no existirá una sola que la desmienta; deberá gozar de capacidad explicativa de todos los hechos relevantes del supuesto sobre que versa; será plausible; y no sucederá que la de la defensa reúna estas mismas condiciones, pues tendría que prevalecer.
	Además, el iter discursivo que permita concluir de este modo, contará con cabal expresión en la motivación de la sentencia. Primero, para que el juez o tribunal, en el curso de su elaboración, hayan podido comprobar que todas las decisiones parciales sobre la prueba y, al fin, el fallo, eran susceptibles de justificarse, y para dotarlos de suficiente justificación expresa. Y, después, para que el afectado o afectados por este y, en general, el lector, puedan tomar conocimiento de la ratio decidendi en todos sus extremos.
	La muy peculiar «Nota informativa» objeto de estas consideraciones, apareció inmediatamente recogida —como novedad relevante y cual si aportase algo digno de consideración— en el sitio web del Consejo General de la Abogacía: «Abogacía española». Por tanto, ha sido objeto de una publicidad masiva, que compromete, no solo al autor de la misma y ponente de la sentencia, sino a la propia Sala Segunda del Tribunal Supremo, puesto, además, postula un tratamiento de la prueba indiciaria, del desafortunado tenor del que se ha dejado constancia, que tiene minuciosa expresión en aquella. No me parece que, visto lo que acaba de exponerse, este sea un asunto banal.
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	En el proceso penal, para condenar, no es suficiente que la hipótesis acusatoria sea la más probable, sino que esta deberá resultar efectivamente probada, y probada con certeza práctica.
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	Entrevistamos a nuestra compañera Cira García Domínguez, Magistrada titular del Juzgado de Violencia sobre la Mujer de Albacete que, junto con todo su equipo, ha recibido el premio Menina 2019 en Castilla La Mancha, en reconocimiento a su trabajo en la lucha por la erradicación de la violencia contra la mujer y su dedicación profesional en apoyo de las mujeres víctimas de la violencia machista. Su celo en la aspiración a la igualdad plena es sobradamente conocido. Queremos aprovechar la ocasión para felicitarla por su esfuerzo constante y su aportación jurídica en esta lucha que no debe cesar mientras se produzca un solo caso de violencia contra la mujer por el solo hecho de ser mujer.
	Cira, jueza desde 2003, fecha de su ingreso en la Carrera, preside el único Juzgado exclusivo de Violencia sobre la Mujer de Castilla La Mancha, en el que desempeña su labor desde el 2012. Nuestra compañera está convencida de la necesidad de actuar contra esta lacra social, no solo con mecanismos judiciales y policiales, sino también con la necesidad de trabajar en una educación basada en la igualdad de género, a la que se refiere expresamente la LO 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, la LO 3/2007 para la Igualdad efectiva de mujeres y hombres y en su caso legislación autonómica. Hoy nos presta unos minutos para contestar a nuestras preguntas.
	¿Cuáles son los problemas jurídicos más habituales en un Juzgado exclusivo de Violencia sobre la Mujer?
	Sin duda, nuestro mayor campo de batalla es la dispensa para declarar que concede el art. 416.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal a las víctimas de violencia de género. Este precepto lleva a que se dicten muchos sobreseimientos en fase de instrucción y sentencias absolutorias por falta de prueba en fase de enjuiciamiento, cuando no existen otros medios de prueba en su caso para el dictado de una sentencia condenatoria. Es importante poner de manifiesto que en el informe emitido por el Observatorio contra la Violencia de Doméstica y de Género en relación con las muertes por violencia de género ocurridas en el trienio 2016 - 2018, el número de víctimas fue de 151 mujeres, de las cuales solo el 30 por ciento había presentado denuncia o había solicitado alguna medida de protección. No puede obviarse que de las diez mujeres asesinadas en lo que va de año 2020 (a fecha de la entrevista) ninguna había presentado denuncia por violencia de género.
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	Nuestro mayor problema es por tanto la invisibilidad de este tipo de violencia, debiendo por ello unir todos nuestros esfuerzos en concienciar a la sociedad de la necesidad de denunciar este tipo de hechos. En muchas ocasiones, son las propias víctimas quienes ya en sede judicial Y pese al escaso tiempo desde la presentación de la denuncia se acogen a su derecho a no declarar contra el presunto agresor y en otras ocasiones en el acto del juicio,  lo que justifica el número de absoluciones contabilizadas recogidas en las estadísticas judiciales. En todo caso, es necesario evitar la confusión entre denuncias falsas, que son menos del 1 por ciento según datos del Observatorio, y las sentencias absolutorias que derivan de la falta de prueba cuando la víctima se acoge a la dispensa de la que venimos hablando.
	¿Qué medidas consideras necesarias en los Juzgados de Violencia de Género?
	Creo que hay que reclamar la creación de nuevos Juzgados especializados. La realidad judicial es que todavía subsisten muchos juzgados que comparten esta competencia con otras competencias como son la de instrucción y primera instancia, sin embargo, la respuesta que se proporciona a las víctimas en un Juzgado exclusivo, dotado de personal y medios especializados, y acompañado por el trabajo de una Fiscalía especializada es mucho más adecuada que la de un Juzgado donde se comparte esta tarea con otros asuntos. Este hecho repercute necesariamente en el trato a la víctima, especialmente en situaciones complejas y en las que se encuentra implicados con niñas y niños.
	En definitiva, es necesario contar con Juzgados especializados, que cuenten a su vez con Equipos Psicosociales que los asisten también especializados, así como la creación de   Puntos de Encuentro Familiares, dada la importancia que estos recursos tienen en el cumplimiento de los regímenes de visitas respecto de menores acordados en resoluciones judiciales donde existen situaciones de violencia de genero.
	Necesitamos que se dote económicamente a las Oficinas de Atención a la víctima, que se crearon por la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, y que carecen de recursos personales y materiales por esa falta de dotación presupuestaria en muchas partes del territorio. Considero además que es sumamente importante hacer hincapié en la necesidad de que también existan Unidades Forenses de Valoración Integral en todos los órganos judiciales con competencia en la materia, unidades previstas ya en la LO 1/2004.
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	¿Qué medidas crees que deberían adoptarse para la protección de las víctimas menores de edad?
	Hay que recordar que la Ley Orgánica 1/2004 fue modificada por la Ley Orgánica 8/2015, de modificación del sistema de protección a la infancia y la adolescencia, y que conforme al   artículo 1 considera víctimas de violencia de género, además de a las mujeres que lo fueren, a los menores sujetos a la tutela guarda y custodia de esas víctimas.  Tanto la normativa internacional de protección de menores, representada por   la Convención sobre los Derechos del niño como la normativa interna representada en la Ley Orgánica 1/1996 de Protección Jurídica del Menor, inciden en el derecho de los menores a vivir en un entorno libre de violencia.
	Es un derecho del menor, antes de adoptar cualquier medida que le pudiera afectarles, ser oídos y escuchados, incluido en los supuestos en los que se adopten medidas civiles en el marco de la Orden de Protección en relación con el régimen de guarda y custodia y régimen de visitas en su caso. Sin embargo, esta exigencia legal no es siempre atendida, por lo que es deseable además de una guía de buenas prácticas en el seno de los Juzgados de Violencia que permitiera determinar las mejores condiciones para la práctica de las exploraciones de las niñas y los niños, contar con la asistencia de los profesionales formados y en espacios adecuados.
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	¿Qué medidas sociales o educativas pueden ayudar a poner freno a la violencia machista entre adolescentes? ¿Hemos sufrido un incremento de ese fenómeno?
	Sin duda alguna ha habido un incremento de la violencia de genero entre la población joven. El uso de las nuevas tecnologías y las redes sociales ha dado origen a nuevas conductas susceptibles de represión penal a los que se ha tratado de dar cabida en las últimas reformas del Código Penal, como es el caso del delito de “stalking”, introducido en la reforma de 2015 del Código Penal.
	Llama especialmente la atención otras formas de comisión delictiva, como el quebrantamiento de sentencias y medidas cautelares a través del uso de las nuevas tecnológicas  como los “estados” en aplicaciones como WhatsApp  y Redes Sociales.
	Es necesario y primordial concienciar a la población joven del uso de las redes sociales y además trabajar a nivel educativo con dicha población a fin de evitar que se normalicen determinadas conductas que son delictivas. La prevención empieza con la educación y formación de los y las adolescentes.
	¿Existe la violencia económica? ¿Cómo podemos combatirla?
	La violencia de género no finaliza, en ocasiones, con el fin de la convivencia o la ruptura de la relación, sino que se prolonga a través de formas como puede ser la presión económica que se ejerce por el maltratador respecto de la víctima, como sucede en los   supuestos de   impagos de alimentos de menores o gastos extraordinarios y otros conceptos  económicos incluidos en las resoluciones judiciales. La dependencia económica de la víctima respecto de su agresor facilita en muchos casos que continué la situación de maltrato más allá de la terminación de la relación o la ruptura del vínculo matrimonial.
	En muchos casos, el maltratador utiliza el dinero, a través del control de éste, la restricción o el reproche, como instrumento para ejercer su dominación sobre la mujer. La dependencia económica es, pues, un hándicap especialmente reseñable para las mujeres con escasa formación académica o profesional, mujeres de zonas rurales y especialmente vulnerables como mujeres extranjeras, muchas en situación irregular.
	¿Qué trascendencia tiene, en la lucha contra la violencia machista, la adopción de medidas civiles en la orden de protección o en sentencia?
	No hay que olvidar que el Convenio de Estambul, al que España se adhirió en 2014,  además  de ampliar  el concepto de violencia de género a todos los supuestos de violencia contra la mujer por el solo hecho de serlo o que  afecte a las mujeres  de forma desproporcionada, establece en su artículo  31 la necesidad de que en todas las resoluciones que se dicten  en relación con la guarda y custodia de menores se tengan en cuenta los incidentes de violencia de género que se hubieran producido con anterioridad.
	Me preocupa que, sin embargo, se están estableciendo regímenes de guarda y custodia, en ocasiones estandarizados, sin valorar el episodio de violencia de género que se haya producido, en la mayoría de ocasiones en presencia de menores.  En ocasiones, no se tiene en cuenta esta circunstancia ni en el momento de dictar Ordenes de Protección, así como tampoco en el procedimiento civil posterior. Se parte, creo, de la errónea premisa de que el maltratador no tiene por qué ser un mal padre; lo cierto, es que muy habitualmente, la situación de maltrato se mantiene a través de los menores, empleándolos como armas arrojadizas y en muchos casos invocando el falso Síndrome de Alienación Parental, que no tiene ningún reconocimiento científico ni por la OMS ni por ningunas otras instituciones médicas. A pesar de ello, en muchas resoluciones judiciales se apoyan en este inexistente SAP para afirmar que la madre constituye un obstáculo para el cumplimiento del régimen de visitas.
	Es preciso determinar el origen del eventual rechazo del menor al padre, para evitar que pueda ser cunda la falsa creencia de que la mujer denuncia falsamente para obstaculizar la relación entre el padre y el menor.
	¿Qué utilidad pueden proporcionar los dispositivos telemáticos en materia de violencia de género?
	Nuestra Ley Orgánica contra la Violencia de Género y el Código Penal permiten que las medidas cautelares y las penas de prohibición de aproximación y comunicación con la víctima se controlen mediante ese tipo de dispositivos telemáticos. En la actualidad, es el centro Cometa quien gestiona este tipo de elementos, sin embargo, el amplio número de incidencias que se suelen ocasionar frena su utilización generalizada a nivel judicial. A menudo, en efecto, la falta de carga suficiente o la separación del dispositivo por parte del agresor provoca alertas que son remitidas al Juzgado de Violencia, si bien, no todas estas incidencias son constitutivas de un delito de quebrantamiento. A veces, esas alertas generan mayor desasosiego o temor en la víctima; y esto es especialmente habitual en las poblaciones pequeñas.
	¿Es necesaria la especialización en esta materia?
	La especialización en materia de Violencia de Género en la Carrera Judicial, se encuentra ya incluida en la Ley Orgánica 5/2018 de Reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial de Medidas de Urgentes en aplicación del Pacto de Estado en materia de violencia de género, aunque aun no se ha convocado ninguna prueba de especialización al respecto, es, en efecto necesaria. La especialización, no solo judicial, sino también de la Fiscalía, las Unidades Policiales, los Equipos Psicosociales adscritos a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, así como de los profesionales de los Puntos de Encuentro, contribuye, sin duda, a una protección más eficaz a las víctimas.
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	Ahora bien, más allá de la especialización, es muy necesario que los profesionales de estos Juzgados estén especialmente formados y concienciados de las características de este tipo de violencia. Es fundamental que la víctima se encuentre respaldada y arropada desde que decide denunciar los hechos. Para ello, es importante trabajar habilidades específicas respecto del trato a las víctimas y menores, y aprender a conocer cual son las dificultades que se encuentran las víctimas de este tipo de violencia  que a menudo sufren bloqueos emocionales, dificultades para exponer su relato de forma ordenada y coherente y que enfrentan a la  culpabilidad de denunciar a su pareja y en muchas ocasiones al padre de sus hijos, sentimiento de culpabilidad que les lleve a constantes denuncias y posteriores retiradas de las mismas. Los profesionales que estamos en este tipo de juzgados debemos ser conscientes de la propia naturaleza del ciclo de la violencia y, asimismo, de su importante labor en la protección de estas mujeres y niñas y niños a través de los mecanismos judiciales y también de las propias habilidades personales en la que deberíamos estar formados todos los profesionales que diariamente estamos en contacto con esta problemática.
	¿Qué es lo más gratificante del trabajo en Violencia sobre la Mujer?
	Sin duda, me quedo con el resultado alcanzado cuando, después de la adopción de las medidas precisas en el seno de la causa y del proceso de recuperación oportuno, la víctima vuelve a sonreír y afirma haber hecho lo correcto. Me quedo con la respuesta del menor cuando se le pregunta “¿cómo está mama”? y responde “mama está mejor”. En ese momento no puedo contener la emoción de pensar que esa mujer y ese niño o niña dejo de vivir en un entorno de violencia y que yo, en la medida de mis posibilidades contribuí a ello.
	En cambio, ¿Qué es lo más frustrante?
	Hay situaciones especialmente graves en que la víctima insiste en no denunciar o retirar su denuncia posteriormente, lo que impide en muchas ocasiones poder continuar con la causa penal abierta. El hecho de saber que la víctima volverá en muchos casos a convivir con el agresor con las consecuencias que ello conlleva me produce un desánimo   a nivel personal y profesional, que es sin duda alguna la parte más frustrante.
	Los profesionales que estamos en este tipo de juzgados debemos ser conscientes de la propia naturaleza del ciclo de la violencia y, asimismo, de su importante labor en la protección de estas mujeres y niñas y niños a través de los mecanismos judiciales y también de las propias habilidades personales en la que deberíamos estar formados.
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	Mi primer destino
	en un Juzgado mixto de  Violencia sobre la mujer
	Ana Gómez González
	Jueza del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 3 de Durango
	Cuando te enfrentas a tu primer destino como juez o jueza titular, el vértigo es indescriptible. En mi caso, se trató de un Juzgado de Primera Instancia e Instrucción de Violencia sobre la Mujer, o lo que entre compañeros coloquialmente llamamos, un mixto con violencia.
	Algunas de las cuestiones que me planteé antes de aterrizar fueron: ¿Cómo funciona un Juzgado de esta clase?; ¿De qué forma influye en la marcha del Juzgado estar de guardia de lunes a viernes?; ¿Cómo podré gestionar los tiempos para compatibilizar esta especialidad con el resto de materias propias de un mixto?
	Aunque pude haber elegido otro Juzgado en el mismo pueblo, opté por el que contaba con la especialidad de violencia sobre la mujer. Sería cínico negar, que algunos días, durante los casi dos años que estuve en mi primer destino, me planteé si me había equivocado.
	Sin embargo, a día de hoy, me alegro profundamente de haber conocido desde dentro, tanto la materia y la consiguiente problemática penal y social que implica la violencia de género, como el funcionamiento diario de un Juzgado de estas características, con los inconvenientes y sin sabores que me llevé, y también, porqué no decirlo, con un gran aprendizaje.
	Y es que, si tu primer destino es un Juzgado mixto de violencia sobre la mujer, el recorrido no va a ser fácil.
	Para ser más clara explicaré mi día a día, no sin antes destacar, que una de las mayores trabas con las que me encontré al llegar, fue la de las llamadas exenciones.
	Las exenciones, en un juzgado con violencia sobre la mujer, tenga la carga de trabajo de que se trate, y en todo caso, de manera proporcionada al número de asuntos, son absolutamente necesarias, no sólo para favorecer la calidad del trabajo del juez o jueza de turno, sino, esencialmente, para la buena marcha y funcionamiento del juzgado.
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	En mi caso, el Juzgado no contaba prácticamente con ellas, brillaban por su ausencia. Fue entonces cuando me di cuenta de que, por estar a la cabeza de un Juzgado como el resto de los del pueblo, con bastante carga de trabajo, pero con el añadido de llevar además los procedimientos civiles y penales de violencia sobre la mujer del partido, contaba con dos exenciones: el veinte por ciento de asuntos civiles, y las querellas.
	En el resto de asuntos, estando de guardia de lunes a viernes, y llegando a tener hasta catorce procedimientos penales de distinta clase de violencia sobre la mujer por semana, no había diferencia alguna.
	Reconozco que los inicios no fueron fáciles, los demás jueces del partido judicial fueron plenamente conocedores de que, con el nivel de procedimientos penales que había semanalmente, y sin tener un solo día sin guardia, el Juzgado no funcionaba como debería. No se trata de contar las penas a través de este artículo, no todo fue negativo, ni mucho menos.
	Tras un exhaustivo estudio de las estadísticas y los números de los cuatro Juzgados, de hacer comparativas con partidos judiciales de similares características existentes en la Comunidad Autónoma en la que se encontraba mi partido judicial, entre todos los compañeros valoramos cual podía ser la mejor solución. Había que buscar una que, por un lado, no perjudicase y aumentase en exceso la carga de trabajo al resto de Juzgados, que no era nada desdeñable, y por otro, permitiese que el Juzgado con la especialidad de violencia sobre la mujer, gestionase de forma eficiente y con calidad, no sólo los asuntos propios de la especialidad, sino también el resto de procedimientos civiles y penales que competen a un juzgado mixto.
	Finalmente, llegamos a la conclusión, de que la solución más acertada, al menos en nuestro caso, era establecer uno o dos días de exención total de violencia de género, para que el resto de juicios y señalamientos del Juzgado no se vieran afectados, retrasados, o, incluso, en los días más complicados, suspendidos.
	Desde el momento en el que por unanimidad cambiamos las normas de reparto del partido, el Juez o la Jueza de guardia asumió esos dos días de exención, los procedimientos urgentes de violencia sobre la mujer, en los casos en los que existía una solicitud de orden de protección, y aquellos en los que había que resolver sobre la situación personal de un detenido.
	A partir de entonces, la situación cambió de manera radical, se trataba de un Juzgado completamente distinto en el que se aprovechaban los dos días de exención para llenar la agenda y poder celebrar los juicios con la tranquilidad de que los mismos, no se verían afectados por la guardia de violencia. Un Juzgado en el que había mucho trabajo, pero desde entonces asumible, en el que con una oficina que, además de profesional, estaba plenamente sensibilizada con la violencia de género, podíamos gestionar y compatibilizar la especialidad con el resto de materias.
	Mi rutina, y la de prácticamente cualquiera que está en un mixto con esta especialidad, es parecida. Llegas por la mañana, das los buenos días a tus compañeros, y preguntas, ¿Tenemos violencia hoy? Si la respuesta es negativa, respiras aliviado. Sin embargo, si la respuesta es positiva sabes que el día va a ser duro, no sólo por la carga de trabajo para esa jornada, sino por todas las implicaciones que conllevan estos procedimientos.
	Si hablase con un compañero o compañera, que, por primera vez va a asumir un juzgado de esta clase, creo que el mejor consejo que podría darle es que sepa escuchar, que tenga paciencia, que no quiera correr, pese a que soy consciente de que tendrá muchas cosas por resolver y en las que trabajar cada día.
	Ha de saber, que en numerosas ocasiones va a encontrarse con mujeres, que llegan al Juzgado con un golpe visible en la cara, y tal y como llegan, quieren marcharse sin declarar. Por eso, tenemos una labor y una responsabilidad muy seria en este ámbito. Ello no significa que tengamos que convencer a nadie, o que no procedamos de manera imparcial al instruir los procedimientos de violencia sobre la mujer, como es nuestro deber. Pero si me gustaría poder decir a ese compañero o compañera, que ha de ser muy consciente de que los jueces y las juezas debemos estar sensibilizados de manera profunda con la problemática de la violencia de género.
	Los procedimientos de violencia sobre la mujer parecen sencillos de instruir, sin embargo, todos los jueces y juezas que hemos tenido esta especialidad sabemos la complejidad que subyace en ellos. Hablamos de delitos que se cometen en el núcleo de la convivencia familiar, con las dificultades probatorias que conlleva este extremo. Por eso, hemos de ser sumamente cuidadosos y responsables a la hora de decidir.
	He tenido la fortuna de que, después de los dos años en el Juzgado de Violencia sobre la Mujer, pude desarrollar un trabajo teórico en la materia, como asesora de la Ministra de Justicia. Hoy en día me doy cuenta de que, sin esa experiencia previa, no sabría muy bien de lo que hablo. La violencia de género no se conoce del todo a través de los manuales, ni las leyes penales o procesales. Hay que estudiarla desde dentro, hablar con los agresores, víctimas, hijos de víctimas, familiares o vecinos, para analizar el perfil delictual ante el que nos encontramos.
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	Entrevista a Montserrat Comas Elecciones a Sala de Gobierno
	Coordinadora ST Catalunya
	Magistrada. Audiencia Provincial de Barcelona, sección 10ª penal.
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	¿
	Qué ha supuesto para la Sección Territorial de Cataluña poder acceder a la Sala de Gobierno?
	Un hecho muy positivo porque hemos podido visualizar ante nuestros compañeros/as que no somos una Asociación marginal. Hemos tenido la confianza no solo de nuestros asociados/as sino además la de muchos Jueces y Juezas que nos han votado porque creen en  nuestros planteamientos, en nuestras propuestas, en lo que hacemos. Es verdad que nos hemos quedado muy cortos por culpa del sistema de representación mayoritaria, pero el hecho de presentarnos, ganar un puesto y quedarnos como segunda asociación más votada, por encima de FV y de FJI, nos ha permitido avanzar. Y, ha sido gracias a la labor de equipo de muchos asociados/as, junto a las coordinadoras. Confeccionamos un programa de gobierno con propuestas de soluciones a los problemas de la Judicatura en nuestro territorio y realizamos una muy buena comunicación de la candidatura a través de un video y de una presentación muy moderna con la ayuda de una persona técnica en la materia. Llamamos a todos los asociados/as. Visitamos a muchos  compañeros/as. Ha sido una experiencia muy buena para la sección Territorial.
	¿Qué inquietudes te están trasladando los compañeros y compañeras?
	Sobrecarga de trabajo con déficit de tiempo para el estudio en profundidad de los asuntos judiciales más complejos, falta de medios en los partidos judiciales más pequeños, condiciones precarias e inestables de los primeros años, la tardanza en el ascenso a Magistrado/a, la imposibilidad de asistir a cursos de formación cuando no es posible la sustitución, problemas de compatibilidad con la vida familiar fundamentalmente por parte de las compañeras y en muchos casos estrés. También desasosiego respecto a la imagen de la Justicia y la falta de reacción del CGPJ ante situaciones de crisis o de perturbación en la independencia judicial. E incertidumbre por el presente y el futuro del “procés”
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	¿Qué dificultades te has encontrado en la primera toma de contacto con la Sala de Gobierno?
	En mi primera reunión el día 10 de diciembre del año pasado tuve un sentimiento muy agridulce. Estaba allí porque muchos Jueces/zas han votado nuestra candidatura. Pero me entristeció constatar que la composición actual de la Sala de Gobierno no es plural. Entre miembros natos y elegidos somos 15, de los cuales 10 son de la APM. No tiene nada que ver con la realidad y perfil de la Judicatura catalana. Pensé inmediatamente que iba a ser muy difícil gestionar determinadas decisiones. Un sentimiento análogo a cuando entré en el Consejo General del Poder Judicial en el año 2001, en el que los progresistas éramos minoría, pero a diferencia de ahora, en el Consejo entramos ocho vocales progresistas que podíamos hacer muchas cosas. Actualmente en SG solo podré compartir propuestas con Mercé Caso, que como Decana de los Juzgados de Barcelona, seguirá en Sala de Gobierno hasta el mes de Abril del 2021. Suerte tengo de ella para aprender de su experiencia dilatada en SG. Es muy buena en su trayectoria gubernativa.
	¿Qué puedes aportar a Sala de Gobierno desde tu experiencia como miembro de la carrera judicial y como asociada a JJpD?
	La experiencia de 34 años en la judicatura me ha permitido conocer sus problemas con profundidad. Mi trabajo jurisdiccional en un órgano colegiado, presidiendo una sección penal de la Audiencia Provincial de Barcelona me ha proporcionado un bagaje para saber escuchar y deliberar. También todo lo que he aprendido en esta Asociación en la que me afilié desde el primer día:  sabiduría, ideas y muchos proyectos  de cambio para mejorar el funcionamiento de la Justicia. He tenido grandes maestros, entre otros a Javier Martínez Lázaro –Tito- en el que siempre me he inspirado. También me servirá todo lo que aprendí en la gestión gubernativa de mis siete años como Vocal del CGPJ y Presidenta del Observatorio. El consenso es la clave, además de ser voces críticas cuando haga falta. Me siento muy privilegiada en poder aportar mi experiencia, mis ideas, y fundamentalmente mucha ilusión para abordar cambios.
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	¿Qué necesidades de actuación existen en el ámbito de la Sala de Gobierno del TSJ de Cataluña? ¿Qué cuestiones necesitarían un cambio?
	Es evidente que una buena parte del trabajo es resolver los temas que nos llegan en virtud de nuestras competencias que están en la LOPJ. Pero además de ello me gustaría contribuir, junto con Mercè Caso, a que las sustituciones de Jueces cuando están enfermos, o de permiso, o han de asistir a cursos de formación, funcionen de verdad; reforzar la comunicación con los Jueces Decanos; potenciar la celebración de reuniones de Jueces y Juezas provinciales y Magistrados/as de las Audiencias Provinciales al menos con carácter semestral o anual; que la formación descentralizada vuelva a manos del CEJFE -es escandaloso que después de veintisiete años no se haya firmado por parte del CGPJ la prórroga del convenio con la complicidad de la SG, a pesar de que el modelo ha funcionado muy bien durante estos años-; que la oficina de comunicación esté más presente en situaciones de crisis de la imagen de la Justicia; y velar para que se supere el lenguaje sexista en nuestras comunicaciones.
	¿Cuáles son los principales retos que puede haber en los próximos 5 años?
	Las Salas de Gobierno tienen la radiografía completa de las necesidades de la Justicia en cada territorio. Deberían ser órganos, no solo de gestión y resolución, sino además órganos protagonistas en la presentación de  propuestas de solución a los problemas de la Justicia en cada territorio. Hemos de contribuir a la mejora de las condiciones laborales de los Jueces/zas, más sobrecargados, con más planes de refuerzo y coadyuvando a que se amplíe la planta judicial. Y, conseguir una mejor imagen de la Justicia, reforzando las funciones de la oficina de comunicación, con el objetivo de acercar la Justicia a la ciudadanía. En esta línea, los cargos gubernativos de la Judicatura deben asumir de forma efectiva las competencias que les otorga la LOPJ, facilitando su presencia, su voz y su imagen cada vez que se produce una situación de “crisis” con el resto de los poderes del Estado o Autonómicos, o se producen noticias inveraces acerca de una determinada decisión judicial o de una sentencia.
	La Asociación ha venido defendiendo un cambio en el sistema electoral de Salas de Gobierno ¿Cuál es tu opinión al respecto?
	Plenamente de acuerdo con la necesidad urgente del cambio legal del sistema. El sistema mayoritario vigente en estos comicios, desde su implantación por la LOPJ de 1985 impide que en las Salas de Gobierno haya una composición plural  del conjunto de las asociaciones judiciales y de las candidaturas de no asociados. El sistema es injusto. Llevamos años pidiendo que el sistema sea proporcional a los resultados obtenidos por las diversas candidaturas y en el último Congreso añadimos la necesidad de que sea paritario. Lo considero tan necesario que, aunque no podamos aplicarlo hasta dentro de cinco años, debe ser una de nuestras propuestas prioritarias. Hemos de conseguirlo en esta legislatura, aprovechando la formación del Gobierno de coalición de izquierdas en España. La tarea de este Secretariado y el nuevo que se forme, después del congreso del próximo mes de mayo, ha de ser intensa para que todos los partidos políticos que han facilitado la formación de este Gobierno, entiendan la importancia de este cambio legal. Las Salas de Gobierno deciden cuestiones fundamentales para los Jueces/zas,
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	¿Qué incidencia puede tener la situación política en Cataluña en la actuación de la Sala de Gobierno?
	Si se estabiliza la situación política después de las próximas elecciones que probablemente se celebrarán  antes de verano, este hecho puede contribuir a mejorar las relaciones con la Sala de Gobierno, máxime si sirven de forma definitiva para que las fuerzas soberanistas, aunque vuelvan a ganar, abandonen de forma definitiva cualquier proyecto de vía unilateral hacia la independencia que tantos problemas sociales, jurídicos y políticos nos han creado. Actualmente las relaciones entre la Conselleria de Justicia y la Sala de Gobierno son difíciles. No hay una relación fluida en la Comisión Mixta. El discurso  en el último año de la APM tampoco contribuye a que sean mejores. Sea como sea hay que dar pasos para que las relaciones institucionales funcionen de la mejor forma posible. En beneficio de la ciudadanía hemos de colaborar y entendernos, cada uno en el marco de sus competencias. No hay otro camino.
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	La mujer del porvenir,
	dos siglos después
	Acaba de cumplirse, el pasado 31 de enero, el bicentenario del nacimiento de Concepción Arenal, trabajadora infatigable en pro del bienestar social, escritora, articulista, fundadora del periódico La voz de la caridad -con vocación de denunciar las inmoralidades existentes en el ámbito de la beneficencia y en el de las prisiones-, Secretaria de la Sección Central de Damas de la Cruz Roja, miembro de la Junta Directiva del Ateneo de Mujeres, Visitadora de prisiones de mujeres, Inspectora de casas de corrección de mujeres o miembro de la comisión encargada, en 1873, de la reforma del Código Penal. Fue autora de importantes publicaciones sobre Derecho Penal y Derecho Internacional, con significativas proyecciones en un trabajo continuado a favor de la mejora de la situación de los presos, abordando la individualización de las penas, el beneficio de desarrollar actividades formativas y recreativas para los presos los días festivos o la retribución del trabajo del penado. Propugnó, además, la educación como herramienta de elevación moral e intelectual que hiciera frente a los problemas sociales y defendió la desaparición de la esclavitud.
	También centró sus preocupaciones en el estudio y elaboración de propuestas que mejorasen la situación de las mujeres, para las que reclamó el acceso a la educación como solución a la situación de desigualdad asignada –señaló, con carácter general y respecto de todos los sectores sociales, la ignorancia como el principal obstáculo para el progreso, defendiendo, además, la enseñanza no solo obligatoria sino gratuita-, que se plasmó en diferentes obras, entre otras, La mujer del provenir, que escribió en 1861 pero que publicó años más tarde, al calor de la Revolución de 1868, en un contexto de escaso avance del feminismo en España, aunque, a nivel internacional, Vindicación de los Derechos de la Mujer, de Mary Wollstonecraft, había visto la luz en 1792.
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	La lectura de esta obra -complementada por la posterior La mujer de su casa, de 1881- evidencia, en el siglo XXI, la antigüedad de algunas de sus propuestas: así, no reclamó derechos políticos para las mujeres, pese a que el derecho al voto fue una exigencia del feminismo del siglo XIX y pese a que en la posterior La mujer de su casa expuso numerosos ejemplos de participación política de las mujeres a lo largo de la historia. Y utilizó, en ocasiones, el concepto hembra para referirse a las mujeres, lo que, ciertamente, no es demasiado extraño desde la perspectiva de su incorporación, de esa forma, a la legislación civil durante mucho tiempo y si se tiene en cuenta que el término se sigue utilizando en algunas resoluciones judiciales en el siglo XXI.
	Pero la autora rebatió con firmeza, no con la pretensión de convencer al lector sino de hacerle dudar mínimamente, ideas ancladas en la sociedad de su tiempo, en las costumbres y en las leyes del siglo XIX, con la intención de desvanecer los errores existentes al respecto, cuestionó que el Derecho Civil tratase desigualmente a mujeres y hombres –lo que se llama justicia no lo es-, combatió razonadamente la supuesta inferioridad intelectual de las mujeres, que autores de la época vinculaban, sin rubor, con la fisiología del cerebro, por lo que aquélla tendría carácter orgánico, exponiendo que la inferioridad solo nacía de la educación -diferente o inexistente- recibida y que ello tenía consecuencias no solo para las mujeres sino para los hombres y la propia sociedad, y reclamó la incorporación de las mujeres a las profesiones y oficios, condenando que, como única salida, se les ofreciese el matrimonio prematuro o hijo del miserable cálculo y triste necesidad, o la prostitución, la venta por algunos reales a un hombre repugnante del derecho de transmitirle una enfermedad asquerosa. Enfrentó asimismo las ideas establecidas sobre la mujer soltera, disociando la maternidad de la identidad de las mujeres y combatiendo la exclusiva valoración de las mujeres por su capacidad reproductiva, afirmando que podían consagrar su existencia al bien de la sociedad y de las que, decía, no se valoraba su contribución a las tareas de cuidado a terceros inherentes a las características propias de su sexo.
	Cuestionó que el Derecho Civil tratase desigualmente a mujeres y hombres –lo que se llama justicia no lo es-, combatió razonadamente la supuesta inferioridad intelectual de las mujeres.
	Es cierto que la igual instrucción que reclamó para mujeres y hombres lo era no para suplantar el lugar, en la sociedad y en la familia, que la naturaleza ha otorgado al hombre sino para permitir, frente a la prohibición generalizada de acceso a la mayoría de las profesiones u oficios lucrativos, el desempeño de las profesiones en iguales condiciones que los hombres y el desarrollo de sus inquietudes culturales, para evitar que se dedicaran exclusivamente a las funciones de madre y ama de casa y para contribuir, al estar mejor instruidas, a elevar, a través de la educación de sus hijos, la condición moral de la sociedad. También para permitir una mejor atención de las funciones de cuidado familiar, dadas las diferencias de carácter de mujeres y hombres, expresamente a través de la retribución correspondiente. Y que, tras reclamar igualmente la incorporación de las mujeres al ejercicio de diferentes funciones, como la del sacerdocio –ya que la mujer ha podido ser madre de  Dios o venerada como mártir en los altares- o profesiones –si puede ser reina o Jefe de Estado o tabaquera podrá desempeñar los puestos intermedios-, lo hizo con exclusiones hoy reveladoras, como la función militar o la judicial, que repugnan a su natural dulzura o a su natural benigno y, esta última, para no provocar una lucha continua entre su deber y su corazón, en posición que modularía, no obstante, en nota a pie de página, al momento de la publicación de la obra, años más tarde, al manifestar haberse dejado llevar más del sentimiento que consultado a la fría razón y haber escrito para la España de hoy. Y que la exclusión del principio general de acceso a todas las funciones también lo fue para empleos que requiriesen el ejercicio de autoridad o la propia actividad política, campo de confusión, de mentira y muchas veces de iniquidad, además de poder resultar la familia dispersa y los huérfanos sin amparo.
	También es cierto que la definición que hizo de la mujer del provenir -dulce, casta, grave, instruida, modesta, paciente y amorosa-, en tales términos, sin que tales atributos se pretendieran para el hombre, no se sostiene a la luz del siglo XXI y que algunas de sus ideas –como la exclusión de las mujeres de la función judicial- se enmarcan en el discurso sobre la excelencia de las mujeres que, junto con el de la supuesta inferioridad, mantuvo parte del estado de cosas.
	Pero no se puede desconocer ni dejar de agradecer la contribución de mujeres como Concepción Arenal –primera mujer que asistió a la Universidad Central de Madrid, en la Facultad de Derecho, como oyente y de forma irregular, a cuyas clases asistía disfrazada de varón, dado que solo a partir de 1888 se permitió la enseñanza reglada universitaria a las mujeres en España, subordinada, en cada caso, a la autorización de la Superioridad- a la lucha incansable a favor del respeto a la dignidad de las mujeres como seres humanos y contra el prejuicio y a la detección e identificación de errores que construyeron y mantuvieron la subordiscriminación sociocultural de las mujeres.
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